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LA INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY DE FOMENTO AMBIENTAL Y 
OPTIMIZACIÓN DE LOS INGRESOS DEL ESTADO ECUATORIANO 
 
En el presente trabajo de investigación se analiza la inobservancia al procedimiento legislativo 
en la aprobación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 
proyecto de ley que el Presidente de la República calificó de urgencia en materia económica y 
fue enviado a la Asamblea Nacional, para que proceda con el respectivo trámite según lo 
establecido en la Constitución de la República del Ecuador. Ésta investigación inicia con un 
estudio doctrinario respecto al procedimiento legislativo para la creación de leyes orgánicas, 
ordinarias y de urgencia económica, seguido de un estudio sobre el control constitucional en el 
Ecuador. De ésta manera se realiza un análisis entre el procedimiento que se debe aplicar para la 
creación de las leyes y el procedimiento que se aplicó a la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado.Este análisis permite concluir que la presente Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, adolece de vicios 
constitucionales de forma, ya que, en su promulgación se ha omitido ciertas disposiciones 
establecidas en la Constitución de la República del Ecuador. 
 
PALABRAS CLAVE: fomento ambiental, inobservancia al procedimiento, optimización de los 













NON-CONSTITUTIONALISM OF THE LAW FOR THE PROMOTION AND 
ENHANCEMENT OF INCOMES FOR THE ECUADORIAN STATE 
 
The current research work addresses inobservance of the legislative procedure in the approval of 
the Law for Environmental Promotion and Enhancement of Incomes for the State, a law project 
ranked by the President of the Republic as urgent in the economic setting and set to the National 
Assembly, for it to be treated in accordance to what is provided by the Constitution of the 
Republic of Ecuador. Such research started with a doctrinaire study on the legislative procedure 
for the creation of organic, ordinary and urgent economic laws, followed by a study on the 
constitutional control in Ecuador. An analysis was made on the procedure to be applied for the 
creation of law and the procedure followed to the Law for Environmental Promotion and 
Enhancement of Incomes for the State. The analysis has form constitutional vices, because, 
during its passing, certain provisions established in the Constitution of the Republic of Ecuador 
have been skipped. 
 
KEYWORDS: Law, non-constitutionalism, environmental, decree-law, passing, President of 












El 24 de noviembre de 2011, el Presidente de la República, Rafael Correa Delgado, promulgó 
como Decreto-Ley el Proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado, y ordenó su publicación en el Registro Oficial, con ello se crearon nuevos impuestos y 
modificó otros y para que sean aplicables estos tributos reformó varias leyes no solo tributarias sino 
también civiles.  
 
El objeto del presente trabajo de investigación, es un estudio sobre el procedimiento aplicado para 
la formación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 
calificada de urgente en materia ecónomica, con el fin de determinar si dicha ley contradice o no lo 
establecido en la Constitución de la República del Ecuador, en lo que respecta al procedimiento que 
se debe aplicar para la formación de las leyes.  
 
En cuanto al desarrollo de ésta investigación se incluye un primer capítulo donde se pone de 
manifiesto el problema respecto a la inobservancia al procedimiento para la aprobación de las leyes 
aplicado a la Ley de Fomento de Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado de manera 
general, destacándose la justificación del problema, los objetivos tanto general como específicos, 
concluyendo este capítulo con el desarrollo de la hipótesis. 
 
En el segundo capítulo de este trabajo, se desarrolla el marco de referencia en el que se destaca el 
marco teórico y el marco conceptual, en el primero se desarrolla doctrinariamente el procedimiento 
legislativo, se hace un estudio del procedimiento legislativo en el derecho comparado, explicando 
con la suficiente amplitud el tratamiento de esta importante figura en la legislación constitucional 
de países que conforman la Comunidad Andina de Naciones, tales como, Ecuador, Bolivia, 
Colombia y Perú. De igual manera se desarrolla un estudio respecto al Control Constitucional, a la 
acción de inconstitucionalidad; y, a la inconstitucionalidad tanto de fondo como de forma. En el 
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segundo marco se desarrolla los términos de mayor frecuencia utilizados en el presente trabajo de 
investigación. 
 
En el tercer capítulo se desarrolla el procedimiento aplicado en la aprobación de la Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, destacándose las etapas de formación de 
leyes, esto es, iniciativa, calificación, discusión, sanción, promulgación y publicación.  
 
En el cuarto capítulo del presente trabajo, se da a conocer los vicios constitucionales identificados 
en el procedimiento aplicado para la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, comenzando con los antecedentes en el que se contempla 
una discusión del análisis al procedimiento, seguido del estudio de los artículos que violentó la 
promulgación de la ley objeto de estudio; y, para terminar con este capítulo se desarrolla las 
conclusiones y recomendaciones.  
 
Por último, en el quinto capítulo se desarrolla la propuesta denominada demanda de 
inconstitucionalidad a la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 
publicada como Decreto-Ley en el Suplemento del Registro Oficial No. 583 de fecha 24 de 
noviembre de 2011, por violación al procedimiento aplicado para su aprobación. 
 
De esta manera entonces, se presenta este trabajo de investigación, que aborda un tema de vigente 
actualidad e interés, relacionado con el procedimiento legislativo que se aplicó a la Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado con lo que condujo a caer en vicios 










1.1.El problema de la investigación 
 
La inobservancia en el procedimiento aplicado en la aprobación de laLey de Fomento 
Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, constituye el problema central que se 
interviene en el presente trabajo de titulación, cuyas causas son: el incumplimiento de lo 
establecido en la Constitución de la República del Ecuador respecto a la aprobación de una ley, 
la negación del proyecto de ley con mayoría simple del Pleno de la Asamblea Nacional y la 
calificación de urgencia económica; lo cual ha provocado: su puesta en vigencia, la aprobación 
de la ley mediante decreto ejecutivo y la creación de nuevos tributos, respectivamente; siendo su 
mayor impacto el mal precedente que se deja sentado por el incumplimiento de la normativa 
vigente. 
 
En relación al incumplimiento de lo establecido en la Constitución de la República del Ecuador 
respecto a la aprobación de una ley, si bien la Carta Magna, en el Art. 135 establece que “Sólo 
la Presidenta o Presidente de la República podrá presentar proyectos de ley (…)”, es clara en 
determinar que los proyectos de Ley deberán “(…) referirse a una sola materia y serán 
presentados a la Presidenta o Presidente de la Asamblea Nacional con la suficiente exposición 
de motivos (…). Si el proyecto no reúne estos requisitos no se tramitará.”. La Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado aborda dos temas: el derecho ambiental y el 
derecho tributario; a pesar de haber sido negada por el organismo competente fue puesta en 





Otra causa, fue que se negó el proyecto de ley con mayoría simple de los miembros presentes en 
el Pleno de la Asamblea Nacional, negativa que fue presentada al Presidente de la República del 
Ecuador, dentro del plazo de treinta días, conforme lo establece el artículo 140: “La Asamblea 
deberá aprobarlos, modificarlos o negarlos dentro de un plazo máximo de treinta días a partir de 
su recepción. El trámite para la presentación, discusión y aprobación de estos proyectos será el 
ordinario (…)”.Lo que motivó al representante del poder ejecutivo aprobarla mediante la figura 
de decreto-ley, aduciendo que la negación del órgano legislativo no fue la más conveniente. 
 
Por último, el presidente de la República,  haciendo uso de su facultad de calificar a las leyes 
como de urgencia económica (artículo 140), aplicó ésta figura al trámite de la Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, la cual al ser promulgada, creó más 
impuestos para la población, dejando a un lado el pronunciamiento negativo de la Asamblea 
Nacional, poder del Estado que representa a todos los ciudadanos. 
 
Con la aprobación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado 
mediante la figura de Decreto-Ley, el país deja sentado un mal precedente en el contexto 
nacional e internacional porque no ha cumplido con lo establecido en la normativa vigente, 
respecto al procedimiento para la aprobación de una Ley por lo que se hace necesario discutir y 
analizar profundamente este caso, con la finalidad de identificar si existen vicios 
constitucionales. 
 
1.2.Justificación del problema 
 
Las razones que motivaron el realizar la investigación intitulada“La inconstitucionalidad de la 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado”, son las siguientes: 
Existe un problema derivado de la inobservancia en el procedimiento aplicado en la aprobación 
de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado mediante la figura  
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Decreto-Ley lo cual ha generado enfrentamientos entre defensores y detractores provocándose 
una agitación social. 
En la Corte Constitucional se han presentado varias demandas de inconstitucionalidad sobre la 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, cuyos autores sostienen  que 
con este instrumento se reforma a varios cuerpos normativos tales como: la Ley Reformatoria 
para la Equidad Tributaria del Ecuador, la Ley de Creación del Servicio de Rentas Internas, la 
Ley Orgánica del Régimen Tributario Interno, el Código de Procedimiento Civil, la Ley de 
Hidrocarburos y la Ley de Minería; por lo que el procedimiento de aprobación tendría vicios 
constitucional es que son necesarios analizarlos. 
 
La supracitada ley es de gran importancia para la comunidad ecuatoriana no solamente porque 
crea tributos y modifica otros de cumplimiento obligatorio, también lo es porque se genera un 
mal precedente del país a nivel nacional e internacional debido a la inobservancia de lo que 
establece la normativa vigente donde la separación de poderes (ejecutivo y legislativo) en el 
Estado democrático se ha visto mermado. 
 
Al ser un tema de actualidad, una vez que se recopile y tabule la información relacionada a la 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, al identificar sus causas y 
consecuencias, se podrá concluir si existen vicios constitucionales en su aprobación  y de esta 













1.3.1. Objetivo general. 
 
Investigar el procedimiento aplicado en la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de Ingresos del Estado a través de lo establecido en la normativa vigente con el fin de 
verificar si adolece de vicios constitucionales y elaborar el proyecto para la demanda de 
inconstitucionalidad. 
 
1.3.2. Objetivos específicos. 
 
• Determinar el procedimiento aplicado en la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de Ingresos del Estado. 
 
• Identificar los vicios constitucionales de forma de la Ley objeto de estudio en el marco de la 
normativa vigente. 
 
• Elaborar el proyecto de demanda de inconstitucionalidad de la Ley de Fomento Ambiental y 




La Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado adolece de vicios 








MARCO DE REFERENCIA 
 
2.1. Marco teórico. 
 
El marco teórico en que se sustentará la investigación se vincula al procedimiento para la 
creación, modificación o extinción  de las leyes orgánicas, ordinarias y las que son calificadas 
de urgencia en materia económica, conforme a lo establecido en la Constitución de la República 
del Ecuador y en la Ley Orgánica de la Función Legislativa. Además de un análisis sobre el 
control constitucional. 
 
2.1.1. Procedimiento legislativo. 
 
Debemos partir de una definición de procedimiento, para ello María Asunción García Martínez 
(1987), en su obra “El procedimiento legislativo” cita la definición de García de Enterría de la 
siguiente manera: 
 
Es una ordenación jurídicamente necesaria y preestablecida de una pluralidad 
de actos sucesivos, realizados por sujetos y órganos diversos, actos que se 
caracterizan por tener que realizarse en una secuencia temporal determinada 
(…) de ésta definición se puede deducir lo que en sustancia supone el 
procedimiento: 
 
1.- El procedimiento supone la exigencia de la realización de una pluralidad de 
actos diversos (…) lo que nos coloca en la teoría de los actos voluntarios, y más 
concretamente, de los actos jurídicos (…). 
 
2.- Estos actos están pre ordenados jurídicamente, lo que supone la necesidad 
de que se atengan a esa pre ordenación. Existe, por lo tanto, un sometimiento 
de la actuación a unas formas determinadas, jurídicamente obligatorias, lo que 
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lleva al planteamiento de la validez y eficacia de los actos finales o 
procedimentales, en los que respecta el procedimiento, es decir, las formas o 
moldes de actuación predeterminados.(…) 
 
3.- Estos actos pre ordenados tienen que ser realizados por una pluralidad de 
sujetos y órganos, cada uno de ellos con la función de colaborar, en forma 
parcial, en la formación de  la decisión o voluntad final (…) 
 
4.- Los actos jurídicos que integran un procedimiento están coordinados, 
concatenados, son actos que tienen que ser realizados en una secuencia 
temporal determinada (…) en este sentido  puede hablarse del tiempo como 
elemento esencial del procedimiento (…). 
 
5.- Finalmente, esta coordinación de los actos entre sí y de sus finalidades 
parciales tiene un nexo de unión, hilo conductor del procedimiento, que es la 
articulación de todos aquellos actos jurídicos que lo integran en orden a la 
producción de un acto jurídico final, y a la obtención de un resultado jurídico a 
cuyo logro está ordenado el procedimiento.(García Martínez, 1987, págs. 17-20) 
 
 
Visto una definición de procedimiento y en sustancia lo que supone, se puede decir que el 
procedimiento legislativo es el conjunto de actos que tienen lugar en el parlamento, relacionado 
a las funciones asignadas tradicionalmente, la función legislativa se refiere a la facultad de 
crear, de hacer leyes, es decir, normas imperativas de carácter general.  
 
César Coronel Garcés (2013), en su publicación ¿Cómo se hace una ley? Dice que el 
procedimiento para la formación de las leyes se encuentra normado desde el artículo 132 al 140 
de la Constitución de la República del Ecuador. Señala que las leyes son normas generales de 
interés común y son necesarias para regular el ejercicio de todos los derechos y garantías 
constitucionales; tipificar infracciones y establecer las sanciones correspondientes; crear, 
modificar o suprimir tributos; atribuir deberes, responsabilidades y competencias a los 
gobiernos autónomos descentralizados; modificar la división político-administrativa del país; y, 
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otorgar a los organismos públicos de control y regulación la facultad de expedir normas de 
carácter general en las materias propias de su competencia.(Coronel Garcés, 2013) 
 
El procedimiento legislativo se compone de las siguientes etapas: iniciativa, seguido de la 
calificación, discusión, sanción u objeción, por último la promulgación y publicación.  
 
María Asunción García Martínez (1987) se refiere a la iniciativa como “la primera fase de todo 
procedimiento, que consiste en un acto voluntario en virtud del cual un órgano propone al 
legislativo un texto normativo para que sea aceptado por éste como ley. (…)”(García Martínez, 
El procedimiento legislativo, 1987, pág. 61). 
 
Existen cuatro tipos de iniciativa, las cuales a continuación se desarrollarán: 
 
1.- Iniciativa gubernamental.- esta iniciativa es reconocida por todas las Constituciones, ya 
que, tiene mayor incidencia y la actividad legislativa se centra en los proyectos de ley 
presentados  por el Poder Ejecutivo (…)(García Martínez, El procedimiento legislativo, 1987, 
pág. 163), por ende, en nuestro país esta iniciativa le corresponde al presidente de la República. 
 
2.- Iniciativa parlamentaria.- le faculta al parlamento para que pueda proponer algún texto 
normativo que posteriormente se convertirá en ley (…) (Asunción, 1987, pág. 163), de lo citado, 
esta iniciativa parlamentaria en Ecuador le corresponde proponerla a los asambleístas, con 
bancada legislativa o 5% de los asambleístas. 
 
3.- Iniciativa legislativa procedente de otros órganos no parlamentarios.- además de la 
iniciativa gubernamental y parlamentaria, se puede proceder de otros órganos a los que la 
Constitución reconoce tal facultad (…) (García Martínez, El procedimiento legislativo, 1987, 
pág. 166) en nuestra Carta Magna faculta a otras funciones del Estado en los ámbitos de su 
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competencia; a la Corte Constitucional, Procuraduría, Fiscalía, Defensoría del Pueblo y 
Defensoría Pública en las materias que les corresponda. 
 
4.- Iniciativa legislativa popular.- con esta iniciativa se busca introducir algún elemento de 
democracia directa o semidirecta en el proceso legislativo, para que los ciudadanos puedan 
presentar proyectos de ley ante el Parlamento (…)(García Martínez, El procedimiento 
legislativo, 1987, pág. 166), por lo que esta iniciativa puede ser presentada por los ciudadanos 
con el apoyo del 0,25% de los inscritos en el padrón electoral nacional. 
 
Todo procedimiento legislativo comienza con la iniciativa, etapa con el cual se pone en marcha 
al procedimiento, de tal manera que se desencadena la serie de actos que lo integran, vinculada a 
esta etapa está la publicación con la que pone en conocimiento dicha iniciativa a los órganos 
encargados para seguir con el procedimiento y a los ciudadanos en general, permitiendo la 
participación de todos aquellos que deban, quisieran o puedan hacerlo en relación a su garantía 
jurídica.(García Martínez, El procedimiento legislativo, 1987, pág. 24) 
 
María Asunción García Martínez (1987), dice que: “una vez superada la etapa de iniciativa 
comienza la fase central del procedimiento que es la deliberación sobre la propuesta normativa 
presentada.” (García Martínez, El procedimiento legislativo, 1987, pág. 167) 
 
 
Por lo que, el proyecto de ley una vez presentado ante el presidente de la Asamblea Nacional, 
pasará al Consejo de Administración Legislativa para calificarlo, en el caso de pasar a trámite, 
será remitido a todos los asambleístas y a la comisión legislativa designada, para que se estudie 




Concluido el primer debate, el proyecto de ley es devuelto a la comisión legislativa para recoger 
las observaciones que se hayan hecho, para luego preparar el informe para segundo debate en el 
que se podrá aprobar o desechar el proyecto de ley. 
 
María Asunción García Martínez (1987) dice que esta fase:  
 
Pone fin al procedimiento legislativo (…) en la que se llega a la aprobación o 
denegación de la pretensión contenido del acto jurídico a cuya plenitud jurídica 
se pretende llegar. Esta fase supone así la manifestación de voluntad del órgano 
encargado de hacerlo, voluntad cuya formación ha dependido precisamente de 
todo el procedimiento que la precede. El procedimiento termina normalmente con 
una declaración de voluntad a favor o en contra del contenido de la iniciativa que 
puede ser aprobado o rechazado total o parcialmente (…)(García Martínez, El 
procedimiento legislativo, 1987, pág. 26) 
  
El proyecto de ley que haya sido aprobado por la Asamblea Nacional, se enviará al presidente 
de la República, quien podrá proceder de cuatro maneras distintas: si el presidente de la 
República aprueba el proyecto de ley o no se pronuncia en 30 días, se promulgará y publicará 
en el Registro Oficial; si el presidente objeta totalmente el proyecto de ley, la Asamblea 
Nacional podrá volver a considerarlo solamente después de un año; si la objeción fuera 
parcial, el presidente de la República presentará un texto alternativo a la Asamblea Nacional, 
al que los legisladores se pueden allanar o ratificarse en el proyecto inicialmente aprobado; y, 
si la objeción fuera inconstitucional, se requerirá de dictamen de la Corte Constitucional y, en 
caso de no existir inconstitucionalidad o habiendo modificado el texto para adecuarlo al marco 
constitucional, se procederá a la promulgación y publicación en el Registro Oficial.   
Después de haber pasado por todas las etapas mencionadas en líneas anteriores, para que la 
ley entre en vigencia y tenga plena efectividad, es importante que sea promulgada y publicada 






2.2. Legislación comparada 
 
2.2.1. Procedimiento aplicado a los proyectos de Ley en Ecuador. 
 
a)  Iniciativa. 
 
Marco Monroy dice que, la iniciativa legislativa es considerada como el acto de presentar o 
proponer un proyecto de ley por quien está legitimado para efectuarlo; esta iniciativa puede ser 
parlamentaria cuando corresponde a los senadores y representantes, o ejecutiva si corresponde a 
los ministros del despacho quienes actúan por facultad colegisladora. (Monroy, 1990, p. 115). 
 
La iniciativa, en el contexto jurídico, Guillermo Cabanellas define como la facultad de “(…) 
proponer leyes que deben ser discutidas y aprobadas por el Poder Legislativo” (Cabanellas, 
2007, p. 201). Elisur Arteaga define a la iniciativa como “La facultad o derecho que la 
constitución otorga y reconoce a ciertos servidores públicos, entes oficiales y particulares a 
proponer, denunciar o solicitar al órgano legislativo (…) una ley o un decreto (…)” (Arteaga, 
1999). 
 
De las definiciones señaladas, se puede concluir que la iniciativa es la facultad que se otorga a 
ciertos órganos del Estado y a los ciudadanos, para que puedan presentar proyectos de ley a la 
Asamblea Nacional, órgano que se encarga de revisarlos y de dar un pronunciamiento ya sea 
positivo o negativo. 
Por tanto, en la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 134 y en concordancia 
con el artículo 54 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en referencia a la iniciativa para 
presentar proyectos de ley, establece que ésta facultad le corresponde a: 
 
Las asambleístas y los asambleístas, con el apoyo de una bancada legislativa o de 
al menos el cinco  por ciento de los miembros de la Asamblea Nacional. A la 
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Presidenta o Presidente de la República. A las otras funciones del Estado en los 
ámbitos de su competencia. A la Corte Constitucional, Procuraduría General del 
Estado, Fiscalía General del Estado, Defensoría del Pueblo y Defensoría Pública 
en las materias que les corresponda de acuerdo con sus atribuciones. A las 
ciudadanas y los ciudadanos que estén en goce de los derechos políticos y a las 
organizaciones sociales que cuenten con el respaldo de por lo menos el cero 
punto veinticinco por ciento de las ciudadanas y ciudadanos inscritos en el 
padrón electoral nacional.   
 
La iniciativa legislativa es el acto mediante el cual se da origen al proceso de elaboración de una 
ley; en el caso de un proyecto de ley en materia económica le corresponde de manera exclusiva 
al Presidente de la República, de conformidad con lo establecido en el artículo 135 de la 
Constitución de la República del Ecuador, donde se establece que “Sólo la presidenta o 
presidente de la República podrá presentar proyectos de ley que creen, modifiquen o supriman 
impuestos, aumenten el gasto público o modifiquen la división político administrativa del país”. 
 
La Norma Suprema, en el artículo 136, establece que los proyectos de Ley “(…) deberán 
referirse a una sola materia y serán presentados a la Presidenta o Presidente de la Asamblea 
Nacional con la suficiente exposición de motivos, (…)”, también advierte la necesidad de 
exponer en forma clara el articulado que se proponga así como los artículos que con la nueva 
ley se derogarían o se reformarían, caso contrario no se tramitará. 
 
Según el artículo 55 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, el presidente de la Asamblea 
Nacional pedirá a la Secretaría General que distribuya el proyecto en estudio a todos los 
asambleístas, se difunda públicamente su contenido en el portal web, si difunda públicamente su 
extracto y a su vez se remita el proyecto de ley al Consejo de Administración Legislativa. 
 
b)  Calificación. 
 
El artículo 14,numeral 2 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en concordancia con el 
artículo 10, literal b) del Reglamento Orgánico Funcional de la Asamblea Nacional, señala que 
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el Consejo de Administración Legislativa deberá “establecer la prioridad para el tratamiento de 
los proyectos de ley.”, por lo tanto el Consejo de Administración Legislativo tiene como 
función calificar los proyectos de ley que son remitidos por la Presidenta o Presidente de la 
Asamblea Nacional, para ello tienen que tomar en cuenta que cumpla con los siguientes 
requisitos: 
 
1. Que se refiera a una sola materia, sin perjuicio de los cuerpos legales a los que afecte;  
2. Que contenga exposición de motivos y articulado; y,  
3. Que cumpla los requisitos que se establecen sobre la iniciativa legislativa. (Villacrés, Derecho 
Sageo, 2012). 
 
Si el proyecto de ley cumple con los requisitos señalados, se calificará por mayoría absoluta   de 
los miembros del Consejo de Administración Legislativa, estableciendo la prioridad para el 
tratamiento del mismo, se asigna la comisión especializada quien deberá seguir el trámite 
respectivo, tomando en cuenta el plazo que debe cumplir desde la fecha de inicio del trámite.    
(Villacrés, Derecho Sageo, 2012). 
 
La resolución que califica o no un proyecto de ley, deberá ser emitida por el Consejo de 
Administración Legislativa, el cual se distribuirá para conocimiento a todos los miembros de la 
Asamblea Nacional dentro de las veinticuatro horas siguientes.  
 
Una vez calificado el proyecto de Ley, el Consejo de Administración Legislativa enviará a una 
Comisión Especializada, de conformidad con el artículo 10, literal c) del Reglamento Orgánico 
Funcional de la Asamblea Nacional, el cual establece como atribución del Consejo de 






c)  Discusión. 
 
Para Marco Monroy la discusión es: “el acto por el cual las Cámaras deliberan acerca de los 
proyectos presentados, para decidir si deben ser aprobados o no”. (Monroy Cabra, Introducción 
al Derecho, 1990, p. 117). En este escenario, el proyecto de ley debe pasar por dos debates, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 137 de la Constitución de la República del 
Ecuador, en donde también se determina que la presidenta o presidente de la Asamblea 
Nacional “(…) dentro de los plazos que establezca la ley, ordenará que se distribuya el proyecto 
de ley a los miembros de la Asamblea y se difunda públicamente su extracto (…)”luego de lo 
cual se enviará a la comisión responsable para su respectivo conocimiento y trámite. 
 
El artículo 12, literal b) del Reglamento Orgánico Funcional de la Función Legislativa, 
establece que una de las atribuciones de las comisiones especializadas permanentes y 
ocasionales, es “Discutir, elaborar y aprobar por mayoría absoluta los proyectos de ley previo a 
ser sometidos a conocimiento y aprobación del Pleno de la Asamblea Nacional, pudiendo 
reformarlos, ampliarlos, simplificarlos o cambiar la categoría de la ley.” 
 
 Primer debate. 
 
De conformidad con el artículo 58 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, el Presidente 
de la Comisión Especializada designada, deberá dar a conocer el tratamiento del proyecto de ley 
a todos los integrantes de la misma comisión, a la ciudadanía y demás organizaciones sociales, 
de acuerdo a la fecha establecida en la resolución de calificación. Para presentar el informe a 
primer debate, con sus respectivas observaciones a la Presidenta o al Presidente de la Asamblea 
Nacional, la Comisión Especializada tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco días contados 




A las ciudadanas y los ciudadanos que consideren que sus derechos serán afectados por la  
eventual expedición de ley, se les concede quince días dentro de los cuarenta y cinco días, para 
que de manera individual o colectiva puedan presentar sus observaciones y argumentos ante la 
Comisión Especializada que lo tramita, y puedan ser  tomados en cuenta, de conformidad con el 
párrafo 2 del artículo 137 de la Constitución de la  República del Ecuador en el cual se establece 
que: “Las ciudadanas y los ciudadanos que tengan interés en la aprobación del proyecto de ley, 
o que consideren que sus derechos puedan ser afectados por su expedición, podrán acudir ante la 
comisión especializada y exponer sus argumentos.” 
 
Según el artículo 58, párrafo 2 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en el caso de que 
la Comisión Especializada no pueda presentar su informe dentro del plazo señalado, podrá pedir 
justificadamente una prórroga al Presidente de la Asamblea Nacional,  quien tiene la facultad de 
otorgar o no dicha prórroga, en el caso de que sea otorgada la prórroga, ésta será de máximo 
veinte días. Dentro del plazo señalado la Comisión Especializada deberá entregar su informe 
correspondiente al Presidente de la Asamblea Nacional, para que éste lo distribuya a los 
asambleístas y pueda incluirlo en alguna sesión como punto del orden del día para que sea 
conocido y discutido por el pleno de la Asamblea Nacional.  
 
El artículo 60 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa dice, una vez que la Comisión 
Especializada elevara sus respectivos informes para conocimiento del presidente de la Asamblea 
Nacional, el mismo pondrá a conocimiento a los asambleístas mediante Secretaría General de la 
Asamblea Nacional. El primer debate se llevará a cabo en el Pleno de la Asamblea Nacional, el 
día señalado en la convocatoria por parte del Presidente de la Asamblea Nacional, los 
asambleístas después de haber discutido el tema, darán a conocer sus observaciones en forma 






Primer debate para  proyectos de ley calificados urgentes en materia económica 
 
En el artículo 59 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa establece los plazos que se deben 
aplicar en el caso de los proyectos de ley calificados de urgencia en materia económica: 
 
Las comisiones especializadas dentro del plazo de diez días, contados a partir de 
la fecha de inicio del tratamiento del proyecto de ley, presentarán a la presidenta 
o presidente de la Asamblea Nacional, sus informes con las observaciones que 
juzguen necesarias introducir. Dentro del referido plazo, se deberá considerar 
un plazo no menor a los cinco primeros días, para que las ciudadanas y los 
ciudadanos que tengan interés en la aprobación del proyecto de ley, o que 
consideren que sus derechos puedan ser afectados por su expedición, puedan 
acudir ante la comisión especializada y exponer sus argumentos. En ningún caso, 






Concluido el primer debate, de conformidad con el artículo 61 de la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa, la Comisión Especializada se reunirá para preparar un segundo informe el cual será 
el definitivo, se lo hará tomando en cuenta las observaciones realizadas por los asambleístas (de 
ser el caso) en el Pleno de la Asamblea Nacional, mismo que se presentará en el segundo 
debate. A partir del cierre de la sesión del Pleno del primer debate, la Comisión Especializada 
cuenta con el plazo de cuarenta y cinco días, para presentar el informe para segundo debate y de 
la misma manera como en el primer debate y si fuere necesario puede pedir prórroga 
debidamente justificado al presidente de la Asamblea Nacional. 
 
Dentro del plazo concedido para la elaboración del informe para segundo debate, la Comisión 
Especializada deberá presentarlo, mismo que deberá contener el respaldo de la mayoría absoluta 
de la comisión, ya que, es una decisión de la comisión, por tanto debe aprobarse con mayoría 
absoluta, esto no impide que cualquier asambleísta o asambleístas puedan presentar informe de 
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minoría. Adjunto al informe deberá estar el texto definitivo del proyecto de ley, ya que, el 
debate se lo hará sobre el proyecto de ley y no sobre el informe. 
 
El Presidente de la Asamblea ordenará  que Secretaría General lo distribuya a los asambleístas y 
ordene su publicación en el sitio web de la Asamblea Nacional, después de distribuido el 
informe de mayoría, el Presidente de la Asamblea podrá incluirlo dentro del orden del día que el 
creyere conveniente para conocer, tratar y debatir dentro de la sesión convocada. 
 
 
La Comisión Especializada, designa a un asambleísta para que haga la presentación del informe 
a todos los presentes en el Pleno de la Asamblea Nacional, siendo el “ponente” a quien la ley le 
atribuye la potestad de recoger observaciones realizadas por los asambleístas e incorporarlas, 
para con ello realizar cambios al proyecto de ley, previo a la votación.  
 
Una vez realizados los cambios al texto, el ponente lo presentará ante el Pleno de la Asamblea 
Nacional, aclarando los cambios realizados, mismos que serán entregados por escrito a la 
Secretaría General, debidamente firmando por el ponente y bajo responsabilidad de él.  Luego 
de esto, el presidente de la Asamblea Nacional, someterá el texto a votación. 
 
El segundo debate permite también que se pueda sugerir en el informe de la Comisión 
Especializada o que se pueda mocionar el archivo del proyecto de ley y de ser favorable a ésta 
propuesta, archivar el proyecto de ley, con el voto de la mayoría absoluta de los 
asambleístas. Aprobado el proyecto de ley, la Asamblea Nacional dentro del plazo de dos días 
remitirá a la Presidencia de la República para que el Ejecutivo lo sancione u objete. (Villacrés, 






Segundo debate para proyectos de ley calificados de urgentes en materia económica 
 
De conformidad con el artículo 62 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, la Comisión 
Especializada deberá analizar las observaciones al proyecto de ley realizadas en el primer 
debate del Pleno por los asambleístas. La Comisión Especializada deberá presentar el informe 
para el segundo debate después de cuatro días contados después de haberse realizado el primer 
debate, una vez que el presidente de la Asamblea Nacional reciba el informe para segundo 
debate, pedirá que por Secretaría se distribuya el informe a los asambleítas. El presidente de la 
Asamblea incluirá en el orden del día  del Pleno para segundo debate, en el cual se aprobará, 
modificará o negará el proyecto de ley, despuésde48 horas de la distribución del informe. 
 
Si dentro de los treinta días, la Asamblea Nacional no apruebe, modifique o niegue el proyecto 
calificado de urgente en materia económica, el presidente de la República lo promulgará como 
decreto ley y ordenará su publicación en el Registro Oficial. En cualquier momento la Asamblea 
Nacional podrá modificarla o derogarla, siguiente el trámite ordinario conforme lo  establece la 
Constitución. 
 
d)  Sanción u objeción. 
 
Es el acto por el cual el Presidente de la República manifiesta su conformidad con el texto de la 
ley aprobada por la Asamblea Nacional, firma aprobando sin modificación alguna y manda a 
publicar en el Registro Oficial. (Villacrés, Derecho Sageo, 2012).  
 
El  artículo 63 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa en concordancia con el artículo 
137, párrafo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que una vez aprobado el 
proyecto de ley, la Asamblea debe enviarlo a la Presidenta o Presidente de la República para 
que “(…) lo sancione u objete de forma fundamentada”. Una vez sancionado el proyecto de ley 
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o de no haber objeciones dentro del plazo de treinta días posteriores a su recepción por parte de 
la Presidenta o Presidente de la República, se debe promulgar y publicar la Ley en el Registro 
Oficial. 
 
El Presidente de la República, dentro de sus potestades también está el de objetar leyes 
aprobadas por el Poder Legislativo, esto se refiere a que si no hay conformidad con lo aprobado 
por la Asamblea Nacional, el Presidente de la República podrá objetar el proyecto de ley de 
manera total o parcial. 
 
Si la objeción fuese total, regresará el proyecto a la Asamblea Nacional para que después de un 
año de haber sido recibido el proyecto pueda volver a ser tratado por la Asamblea Nacional, esto 
en cumplimiento a lo que determina el artículo 68, párrafo 1 de la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa en concordancia con el artículo 138, párrafo 1 de la Constitución de la República del 
Ecuador donde señala: 
 
Si la Presidenta o Presidente de la República objeta totalmente el proyecto de 
ley, la Asamblea podrá volver a considerarlo solamente después de un año 
contado a partir de la fecha de objeción. Transcurrido este plazo, la Asamblea 
podrá ratificarlo en un solo debate, con el voto favorable de las dos terceras 
partes de sus miembros, y lo enviará inmediatamente al Registro Oficial para su 
publicación. 
 
En el caso de que la objeción sea parcial, el proyecto regresará a la Asamblea Nacional con sus 
respectivos puntos de objeción debidamente motivados, esto es, que sobre los que no tenga 
conformidad, deberá adjuntar el texto alternativo que lo reemplazará, teniendo en cuenta que no 
podrá incluir materias no contempladas en el proyecto, esto de conformidad con lo establecido 
en el artículo 64, párrafo 2 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en concordancia con el 
artículo 138, párrafo 2 de la Carta Magna, la cual señala “El Presidente de la República 
presentará un texto alternativo, que no podrá incluir materias no contempladas en el proyecto; 
igual restricción observará la Asamblea Nacional en la aprobación de las modificaciones 
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sugeridas. La Asamblea Nacional una vez recibida la objeción, tendrá treinta días para conocer 
y resolverla,  pudiendo aceptar o no el texto alternativo remitido por el Presidente de la 
República, para ello se necesita  de  la votación de la mayoría simple, es decir, la mitad más uno 
de los asambleístas presentes.  
 
 
La Asamblea Nacional, ratificarse en el texto aprobado en el segundo debate, siendo posible la 
ratificación de todo o parte de los puntos de objeción, para ello se necesita el voto favorable de 
las dos terceras partes de los Asambleístas, de conformidad con el artículo 138, párrafo 3 de la 
Constitución de la República dice: “También podrá ratificar el proyecto inicialmente aprobado, 
con el voto favorable de las dos terceras partes de sus miembros.”. 
 
Si en el término de los treinta días no existe pronunciamiento alguno, entrará en vigencia por el 
ministerio de la ley, y se entenderá que la Asamblea Nacional se ha allanado en todos los puntos 
sobre los cuales no ha existido pronunciamiento, siendo el Presidente de la República quien 
envíe el texto definitivo al Registro Oficial para su publicación y promulgación. 
 
En el artículo 65 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en concordancia con el artículo 
139 de la Constitución de la República, manifiesta que se debe tomar en cuenta que, si la 
objeción también fuera por inconstitucionalidad, se dará prioridad a la inconstitucionalidad para 
resolverlo, esto es, que si el Presidente de la República se basa en la inconstitucionalidad total o 
parcial del proyecto, requerirá dictamen de la Corte Constitucional, el cual tendrá un plazo de 
treinta días para resolverlo. Si el dictamen confirmara la inconstitucionalidad total del proyecto, 
éste será archivado, y si ésta fuera parcial, la Asamblea Nacional realizará las enmiendas 
necesarias para que el proyecto pase a la sanción del Presidente de la República. En el caso de 
que, la Corte Constitucional dictaminara que no hay inconstitucionalidad, la Asamblea Nacional 




e)  Promulgación y publicación. 
 
La promulgación es el acto mediante el cual se proclama una ley aprobada por las Cámaras, y a 
su vez se ordena su cumplimiento por todos los ciudadanos. (Enciclopedia jurídica, 2014). 
También se la puede definir como “(…) el acto por el cual el Presidente hace saber la existencia 
de la ley. La publicación es el medio material de poner en conocimiento la voluntad del 
legislador” (Monroy Cabra, Introducción al Derecho, 1990); o el “(…) acto de llevar a 
conocimiento general de los ciudadanos y habitantes de un país un texto legal, lo cual debe 
hacerse por la inserción del mismo en el periódico Oficial. Por lo general, la publicación se 
identifica con la promulgación” (Cabanellas de Torres, Diccionario Jurídico Elemental, 2007, p. 
318). 
 
Por lo tanto, en nuestra legislación, la promulgación tiene por objeto cumplir una doble función: 
certificar la existencia de una ley y de hacerle cognoscible, por lo que la promulgación y la 
publicación se puede distinguir desde un punto de vista más bien semántico que práctico. 
 
f)  Trámite  de los proyectos de ley calificados de urgencia en materia económica. 
 
Un proyecto de ley en materia económica, es aquel que procura el bienestar del ser humano a 
través de una debida distribución de la riqueza existente, utilizando todo tipo de medio que 
satisfaga esa preocupación, por tanto, a manera de ejemplo, los proyectos de ley en materia 
económica serán aquellos que normen la contaminación vehicular, la materia tributaria, entre 
otros. 
 
Como ya se ha mencionado en las secciones anteriores, sólo el presidente de la República tiene 
la facultad de calificar proyectos de ley como urgentes en materia económica, tal como lo 
establece el párrafo 1 del artículo 140 de la Constitución de la República del Ecuador: “La 
23 
 
presidenta o presidente de la República podrá enviar a la Asamblea Nacional proyectos 
calificados de urgencia económica”.  
 
Serán presentados los proyectos de ley a la Asamblea Nacional, para ser aprobados, 
modificados o negados, el trámite para la presentación, discusión y aprobación de estos 
proyectos será el ordinario en sus etapas, tal como ya se ha explicado anteriormente, pero será 
abreviado en tiempos, ya que, tendrán un plazo de treinta días para pronunciarse, esto en 
cumplimiento a lo establecido el artículo 140 de Constitución.  
 
El presidente de la República, discrecionalmente puede elegir que vía tomar para el trámite de 
formación de una ley: puede ser ordinario o urgente, si es este último la Asamblea Nacional 
deberá darle un trato especial, además debe reunir ciertas condiciones, caso contrario si faltare 
una de las condiciones que a continuación señalaré no se podrá dar el respectivo trámite: 
 
• Que el proyecto de ley verse sobre materia económica. 
• Que el Presidente de la República lo califique de urgencia. 
• Que el Presidente de la República no puede calificar de urgencia un proyecto de ley que 
no sea materia económica; ni tampoco puede calificar de urgente que siendo de materia 
económica no sea iniciado por él.  
 
 La Constitución de la República del Ecuador y la Ley Orgánica de la Función Legislativa 
reconocen la posibilidad de calificar proyectos de ley como de “urgencia económica”, se 
entiende que es factible sobre los casos que se refieren exclusivamente a materia económica, 





Según el artículo 140, párrafo 1 de la Carta Magna establece que el presidente de la República, 
no podrá enviar otro proyecto de ley calificado como urgente económico, sino hasta cuando 
haya terminado el proceso legislativo del proyecto anterior, con lo mencionado, no quiere decir 
que el presidente solo puede presentar un proyecto, sino que, él puede presentar algunos 
proyectos de ley en materia económica, pero de todos ellos solo uno podrá ser calificado 
Urgente. 
 
La asamblea constituyente para regular los abusos, puso un límite de presentación de proyectos 
de ley con carácter de urgente, manifestando que se puede presentar un proyecto de ley con 
carácter de urgencia económica, solo cuando se haya decretado el estado de excepción, tal como 
lo dispone el artículo 140, párrafo 2 de la Constitución de la República del Ecuador.  
 
En el artículo 140, párrafo 3 de la Constitución de la República, establece que si dentro del 
plazo señalado, la Asamblea Nacional no aprueba, modifica o niega el proyecto calificado de 
urgente, es decir, si no ha hecho caso al envío del proyecto, el presidente  de la República lo 
promulgará como decreto-ley y ordenará su publicación en el Registro Oficial, además la 
Asamblea Nacional podrá en cualquier tiempo modificarla o derogarla, con sujeción al trámite 
ordinario previsto en la Constitución. 
 
Este mecanismo de elaboración de la ley está concebida de manera ambigua y poco técnica en 
nuestra Constitución, ya que, el término decreto ley, doctrinariamente no es aplicable a 
regímenes democráticos, se aplica a las normas dictadas por los gobiernos de facto, en uso de 
las facultades que les son inherentes al Congreso cuando éste ha sido disuelto, más apropiado 
seria utilizar la denominación reglamentos de urgencia económica o de necesidad, que son 





2.2.2. Procedimiento aplicado a los proyectos de Ley en Bolivia. 
 
Según Jorge Machicado, el procedimiento legislativo ocupa los artículos162 al 164 dentro del 
Capítulo II: Procedimiento Legislativo, en el Título I: Órgano Legislativo de la actual 
Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, en la que establece las etapas para la 
formación de las leyes como son: iniciativa, discusión, sanción, promulgación y 
publicación(Machicado, Apuntes Jurídicos en la web, 2011), las cuales se desarrollan a 
continuación: 
 
a)  Iniciativa 
 
La iniciativa legislativa según el artículo 162 de la Constitución Política del Estado 
Plurinacional del Bolivia, establece que la facultad para presentar la iniciativa para su 
tratamiento obligatorio dentro de la Asamblea Legislativa Plurinacional les compete 
directamente a: 
 
Las ciudadanas y los ciudadanos; a las asambleístas y los asambleístas en cada 
una de sus Cámaras; al Órgano Ejecutivo; al Tribunal Supremo, en el caso de 
iniciativas relacionadas con la administración de justicia; y, a los gobiernos 
autónomos de las entidades territoriales. 
 
El artículo 116 del Reglamento General de la Cámara de Diputados, profundiza a cerca de la 
iniciativa legislativa, estableciendo que los proyectos de ley de las ciudadanas y los ciudadanos 
serán presentados ante la Asamblea Legislativa Plurinacional y derivada por su presidente ante 
la Cámara de Diputados, luego de cumplidos los procedimientos de Ley; las asambleístas y los 
asambleístas podrán presentar proyectos de ley en forma individual o colectiva; los proyectos de 
ley presentados por el Tribunal Supremo deberán estar relacionados con la administración de 
justicia; para el caso de los proyectos de ley presentados por el Tribunal Supremo Electoral 
deberán relacionarse con el ejercicio de la democracia intercultural; y, los Gobiernos 
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Autónomos presentarán proyectos de ley, con excepción de los proyectos de ley en materia de 
descentralización referidos a temas de autonomía, ordenamiento territorial que serán de 
conocimiento de la Cámara de Senadores. 
 
Todo proyecto de ley deberá ser presentado en triple ejemplar y en formato electrónico, 
formado por los proyectistas, con su correspondiente exposición de motivos y acompañado de 
copias de las leyes, decretos y resoluciones a las que haga referencia, dispuesto en el artículo 
117 del Reglamento antes mencionado.  
 
Según el artículo 163, numerales 1, 2 y 3 de la Constitución Política del Estado Plurinacional de 
Bolivia, los proyectos de ley serán conocidos por las Cámaras de la siguiente manera: 
 
1. El proyecto de ley presentado por asambleístas de una de las Cámaras, iniciará 
el procedimiento legislativo en esa Cámara, que la remitirá a la comisión o 
comisiones que correspondan para su tratamiento y aprobación inicial. 
 
2. El proyecto de ley presentado por otra iniciativa será enviado a la Cámara de 
Diputados, que lo remitirá a la comisión o las comisiones.  
 
3. Las iniciativas legislativas en materia de descentralización, autonomías y 




Una vez recibido el proyecto de ley por la presidencia de la Cámara, ya sea, en la Cámara de 
Diputados o en la Cámara de Senadores, ésta lo remitirá a las Comisiones Permanentes 
competentes al tema, quien dentro de los siguientes quince días hábiles deberá presentar un 
informe técnico, conforme al artículo 123 del Reglamento General de la Cámara de Diputados. 
El proyecto de ley debe contar con un informe técnico emitido por la Comisión Permanente, 
previo a ser tratado por la Cámara de Origen o por la Cámara Revisora, ya que, el informe 
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deberá contener los fundamentos jurídicos del proyecto y sus efectos positivos o negativos en 
los ámbitos de la vida social. 
 
El artículo 163, numeral 4 de la Constitución Política del Estado Plurinacional del Bolivia, 
dispone que, con la emisión del informe técnico, impreso y distribuido a conocimiento de la 
Cámara respectiva, pasará a consideración de la Plenaria, en donde será sometido a discusión y 
a aprobación en dos etapas, esto es: 1) En grande; y, 2) En detalle, cada aprobación requerirá de 
la mayor absoluta de los miembros presentes. 
 
Cámara de origen 
 
El debate en grande aborda la consideración del proyecto en conjunto, en esta etapa los 
representantes tienen como objetivo primordial, intercambiar sus puntos de vista, para con ello 
llegar a una opinión colectiva de admitir o rechazar la idea principal del proyecto de ley. La 
discusión va orientada a calificar si es pertinente o no legislar, en caso de no ser pertinente, se 
introducirá modificaciones parciales. 
 
Los oradores podrán hacer uso de su palabra, tanto en la Cámara de Diputados con en la Cámara 
de Senadores, previa inscripción en la lista de oradores, por un tiempo no mayor de 15 minutos 
en el caso de diputados y de 20 en el caso de senadores. 
 
El artículo 163, numeral 5 de la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia dice: 
“El proyecto aprobado por la Cámara de origen será remitido a la Cámara revisora para su 






Cámara revisora  
 
En esta etapa se examina al proyecto de ley artículo por artículo, mismo que fue aprobado en 
grande. Todas las enmiendas que consideren necesarias conforme al informe técnico de la 
Comisión y los aportes de los parlamentarios serán tomadas en cuenta. Los oradores de la 
Cámara de diputados, sólo podrán hacer uso de la palabra por dos ocasiones y no más de cinco 
minutos, mientras que en la Cámara de senadores, el uso de la palabra será permitido por dos 
veces y por un tiempo máximo de diez  minutos en cada ocasión. 
 
En el artículo 163, numeral 6 de la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia 
dispone que: 
 
Si la Cámara revisora enmienda o modifica el proyecto, éste se considerará 
aprobado si la Cámara de origen acepta por mayoría absoluta de los miembros 
presentes las enmiendas o modificaciones. En caso de que no las acepte, las dos 
Cámaras se reunirán a requerimiento de la Cámara de origen dentro de los veinte 
días siguientes y deliberarán sobre el proyecto. La decisión será tomada por el 
Pleno de la Asamblea Legislativa Plurinacional por mayoría absoluta de sus 
miembros presentes. 
 
Las mociones en las Cámaras 
 
Durante el debate cualquier miembro de las Cámaras podrá presentar alguna moción a fin de 
mejorar el tratamiento del proyecto de ley o la suspensión del debate o la incorporación de un 




b) De orden y aclaración 
c) De aplazamiento  
d) Emergente  
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e) De dispensación de trámite y voto de urgencia  




El artículo 105 del Reglamento General de la Cámara de Diputados dice: “Toda materia que se 
discuta en la Cámara se decidirá por mayoría absoluta de votos (…)” Como ya se dijo 
anteriormente el proyecto de ley debe ser aprobado con mayoría absoluta, en el caso de que un 
asambleísta solicite que se confirme la votación, se podrá realizar mediante signo o 
nominalmente, es decir levantando la mano o poniéndose de pie para que el secretario de la 
Cámara puede hacer el conteo en voz alta. 
 
El artículo 163, numeral 5 de la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia dice: 
“(…) Si la Cámara revisora lo aprueba, será enviado al Órgano Ejecutivo para su 
promulgación.” Pero si transcurrido treinta días y la Cámara revisora no se pronuncia sobre el 
proyecto de ley, será considerado en el Pleno de la asamblea Legislativa Plurinacional dicho 




En esta etapa aparece una vez que el proyecto ha sido aprobado por las cámaras y es enviado al 
Ejecutivo, quien si lo considera conveniente puede ejercer el derecho de veto dentro de los diez 
días de haber recibido el proyecto de ley. En el caso de que haga algún tipo de observaciones el 
presidente de la República enviará el proyecto de ley con sus respectivas observaciones a la 
Asamblea Legislativa Plurinacional, quien si considera fundadas las observaciones modificará 
la ley conforme a éstas y la devolverá al Órgano Ejecutivo para su promulgación, o si considera 
infundadas las observaciones, la ley será promulgada por la Presidenta o el presidente de la 
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Asamblea, de conformidad con el artículo 163, numerales 9,10 y 11 de la Constitución Política 
del Estado Plurinacional de Bolivia. 
 
d) Promulgación y publicación 
 
Como ya se mencionó anteriormente, en la Constitución establece que cuando un proyecto de 
ley, vetado por el Ejecutivo, regresa a la Cámara y ésta lo sanciona, el proyecto volverá al 
Ejecutivo para su promulgación. 
 
El artículo 163, numeral 12 de laConstitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia 
señala que: 
 
La ley que no sea observada dentro del plazo correspondiente será promulgada 
por la presidenta o presidente del Estado. Las leyes no promulgadas por el 
Órgano Ejecutivo en los plazos previstos en los numerales anteriores serán 
promulgadas por la presidenta o el residente de la Asamblea. 
 
El artículo 164 señala que “La ley promulgada será publicada en la Gaceta Oficial de manera 
inmediata.  La ley será de cumplimiento obligatorio desde el día de su publicación, salvo que en 
ella se establezca un plazo diferente para su entrada en vigencia.” 
 
Leyes calificadas de urgencia económica 
 
El artículo 172, numeral 24 de la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, 
señala que el presidente de la República tiene la atribución de: 
“Presentar proyectos de ley de urgencia económica, para su consideración por la 





2.2.3. Procedimiento aplicado a los proyectos de Ley en la República de Perú. 
Según Patricia Robinson Urtecho, el procedimiento legislativo se desarrolla conforme lo que 
establece la Constitución Política del Perú en concordancia con el Reglamento interno del 
Congreso de la República, esto es, que ningún proyecto de ley puede sancionarse sin haber 
sido previamente aprobado por la comisión respectiva. El Reglamento interno del Congreso 
de la República identifica las etapas de: a) Iniciativa legislativa; b) Estudio en comisiones; c) 
Publicación de los dictámenes en el Portal del Congreso, o en la Gaceta del Congreso o en el 
Diario Oficial El Peruano; d) Debate en el Pleno; e) Aprobación por doble votación; f) Envío 
al presidente de la República; g) Promulgación.(Robinson Urtecho, 2011), cuyas etapas están 
comprendidas de la siguiente manera:  
 
a) Iniciativa legislativa 
 
El procedimiento legislativo comienza con iniciativa de ley, quien tiene la facultad de conocer 
de los proyectos de ley es el Pleno Legislativo. En el artículo 107 de la Constitución Política 
del Perú, establece que la iniciativa de ley le compete de manera exclusiva: al presidente de la 
República, a los Congresistas, a los demás poderes del Estado, a las instituciones públicas 
autónomas, a los Gobiernos Regionales, a los Gobiernos Locales y a los colegios 
profesionales relacionados con las materias que les son propias; y, a los ciudadanos conforme 
a la ley. 
 
 
El artículo 75 del Reglamento interno del Congreso de la República, señala que los proyectos 
de ley deben contener una exposición de motivos, en la que deberá expresar: 
 
Los fundamentos, el efecto de la vigencia de la norma que se propone sobre la 
legislación nacional, el análisis costo beneficio de la futura norma legal incluido, 
cuando corresponda, un comentario sobre su incidencia ambiental. De ser el caso, 
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la fórmula legal respectiva que estará dividida en títulos, capítulos, secciones y 
artículos. 
 
b) Estudio en comisiones 
 
El artículo 77 del Reglamento interno del Congreso de la República, hace referencia al estudio 
en comisiones, indicando que, una vez que los proyectos de ley que cumplan con los 
requisitos señalados anteriormente, la oficina especializada de la Oficialía Mayor la recibe, la 
registra y dispone su publicación en el portal web del Congreso, informando a la 
Vicepresidencia encargada de procesar y enviar las iniciativas a las Comisiones. Si el proyecto 
de ley no cumple con los requisitos no podrá ser recibido y se devolverá para que sea 
subsanado. Es importante indicar que, con el voto de tres quintos de los miembros del 
Congreso, podrán exonerar de algún requisito a los proyectos de ley presentados por el Poder 
Ejecutivo o proyectos considerados urgentes.  
 
De no existir observaciones, Oficial Mayor del Congreso pondrá a conocimiento de una o dos 
Cámaras, para proceder con el estudio previo a ser tratado con el Vicepresidente encargado,  
el decreto de envío contendrá la fecha, número de proyecto, nombre de la comisión que 
deberá tramitarla, esto, con previa consulta a un miembro de la Mesa Directiva y debidamente 
firmado por el Oficial Mayor. 
 
 
Las Comisiones tienen un máximo de treinta días útiles para expedir el dictamen respectivo, el 
cual constará de la verificación de los requisitos que debe cumplir el proyecto de ley conforme 






c) Publicación de los dictámenes en el Portal del Congreso 
 
Los dictámenes emitidos  por las comisiones deberán publicarse en el Portal del Congreso o 
en la Gaceta del Congreso o en el Diario Oficial El Peruano, de no hacerlo, podrá el Consejo 
Directivo disponer que se incluyan los dictámenes en la agenda, a propuesta del Presidente, 
debiendo ser distribuidos a los Congresistas por correo electrónico con anticipación de 
veinticuatro horas antes de que se considere el proyecto y de manera justificada se podrá hacer 
de manera física su distribución, conforme lo dispone en el artículo 77, párrafo 6 del 
Reglamento interno del Congreso de la República.  
 
d)  Debate en el Pleno 
 
El artículo 78 del Reglamento antes citado, dispone que, los proyectos de ley que no tenga 
dictamen, ni ningún dictamen que no haya estado publicado en el Portal del Congreso, por lo 
menos siete días antes del debate en el Pleno del Congreso, no podrán ser debatidos. Si el 
proyecto de ley es rechazada, el presidente ordenará su archivo. No podrá presentarse la 
misma proposición u otra idéntica a la materia hasta el siguiente periodo anual de sesiones, 
salvo que lo  acuerde la mitad más uno del número legal de Congresistas. 
 
De ser necesario, podrá acordar, a pedido de un Congresista o un Grupo Parlamentario y por 
mayoría simple de los presentes, la conformación de una Comisión de Redacción, integrada 
por tres congresistas para que revisen la redacción de las proposiciones aprobadas. 
 
Si es aprobado el proyecto de ley, la oficina especializada de la Oficialía Mayor redactará el 





e) Aprobación por doble votación 
 
Ésta segunda votación será a totalidad, con debate y deberá efectuarse transcurridos siete días 
como mínimo, es un requisito importante, ya que, sin él la Mesa Directiva no podrá continuar 
con el trámite, ni enviarla al presidente de la República para su promulgación, establecido en 
el artículo 78 del Reglamento interno del Congreso de la República.  
 
f) Envío al presidente de la República 
 
El artículo 108 de la Constitución Política del Perú, en concordancia con el artículo 79 del 
Reglamento antes mencionado, señala que, el informe del proyecto de ley aprobado se enviará 
al presidente de la República para que dentro de un plazo de quince días proceda con su 
promulgación. En el caso de haber observaciones sobre el proyecto de ley aprobado, el 
presidente de la República deberá presentarlas al Congreso dentro del término de quince días. 
Se requerirá del voto favorable de la mitad más uno del número legal de los miembros del 




Finalmente, si el proyecto de ley no tuviese observaciones, el presidente de la República 
promulgaría la ley, ordenando su publicación. Si vencido el término de quince días, el 
presidente de la República no promulgara el proyecto de ley enviada, la promulga el 
presidente del Congreso, conforme lo dispuesto en el artículo 80 del Reglamento interno del 




El artículo 109 de la Constitución Política del Perú, dice que: “la ley es obligatoria desde el 
día siguiente de su publicación en el diario oficial, salvo disposición distinta de la misma ley 
que establezca un mayor período de “vacatio legis” en todo o en parte.” 
 
Decretos de urgencia 
 
Los proyectos de ley enviados por el Ejecutivo con carácter de urgencia tendrán preferencia 
para su formación dentro del Congreso, según el artículo 105 de la Constitución Política del 
Perú, pero también en el artículo 74 del mismo cuerpo legal, expresamente señala que: “Las 
leyes de presupuesto y los decretos de urgencia no pueden contener normas sobre materia 
tributaria (…)”  
El artículo 91 del Reglamento interno del Congreso de la República, establece que el 
Congreso tiene la facultad de ejercer control sobre los decretos de urgencia calificados por el 
presidente de la República, acorde a las siguientes reglas: 
 
a) El presidente de la República, pondrá a conocimiento del Congreso o Comisión 
Permanente mediante escrito el decreto de urgencia, dentro de las veinticuatro horas 
posteriores a su publicación. 
b) Una vez recibido el decreto de urgencia, la Comisión designada da cuenta al Consejo 
Directivo la aprobación del dictamen, con lo que el Presidente informa al Pleno y de 
manera inmediata ordena  su publicación en el Portal del Congreso, o en la Gaceta del 
Congreso o en el Diario Oficial El Peruano. 
 
c) La Comisión designada calificará si el decreto de urgencia versa sobre las materias 





Dictar medidas extraordinarias, mediante decretos de urgencia con fuerza 
de ley, en materia económica y financiera, cuando así lo requiere el interés 
nacional y con cargo de dar cuenta al Congreso. El Congreso puede 
modificar o derogar los referidos decretos de urgencia.  
 
Además está en la obligación de revisar la fundamentación que constituye urgencia para 
normar situaciones extraordinarias, es decir, el riesgo para la economía nacional o las 
finanzas públicas. 
 
d) Si el dictamen emitido por la Comisión designada es aprobado por el Pleno del 
Congreso, el presidente del Congreso deberá promulgarlo como ley. 
 
2.2.4. Procedimiento aplicado a los proyectos de Ley en Colombia. 
 
En Colombia, la elaboración de una ley, la pueden realizar personas u órganos que hayan  
estudiado bien el tema a presentarse y con ayuda de expertos se deberá redactar,                
cumpliendo con ciertos requisitos como: tener un nombre con el que se identifique, el                         
articulado correspondiente, con su exposición de motivos en la que explica las razones y la 
importancia del proyecto. 
 
a) Presentación del proyecto de ley 
 
De conformidad con el artículo 156 de la Constitución de la República de Colombia, los 
proyectos de ley podrán ser presentados por: 
 
La Corte Constitucional, el Consejo Superior de la Judicatura, la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el 
Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, tienen 





El proyecto de ley se debe presentar en Secretaría General del Senado, para que el presidente de 
cada Cámara, decida a cual comisión enviarlo, para ello se tomará en cuenta el tema a tratar. 
Además la Secretaría mandará a publicar en la Gaceta del Congreso, para que de tal manera se 
haga  conocer a todo el país a cerca del proyecto de ley que se dará trámite en el Congreso. 
 
b) Tratado a comisión y ponencia para el primer debate 
 
Los proyectos de ley deberán referirse a una sola materia y serán inadmisibles las disposiciones 
que no se relacionen a ella. Dentro de la comisión se asigna a uno o varios congresistas para que 
analicen el proyecto de ley y con ello realizar un informe del mismo en el cual deberá constar la 
conveniencia o no del proyecto, los beneficios, modificaciones y por ultimo manifestar que no 
debería aprobarse exponiendo los motivos suficientes. 
 
 
c) Debate en comisión 
 
Una vez terminado el informe se envía a publicar en la Gaceta del Congreso, para luego reunirse 
la comisión, conocerlo y debatir; en el caso de que en el informe conste como un requerimiento 
debatir el proyecto, se comenzará discutir, y en el supuesto caso que se proponga archivar el 
proyecto, si se acepta se lo archivará. 
 
En el artículo 160 de la Constitución de la República de Colombia, establece un lapso de 
mínimo ocho días entre el primero y el segundo debate; y, un mínimo quince días la aprobación 






d) Ponencia para el segundo debate 
 
Al terminar la suficiente discusión del proyecto de ley, sigue la votación, en el caso de que el 
proyecto sea aprobado, el Presidente de la Comisión designará uno o varios congresistas 
quienes estarán encargados de revisar por segunda ocasión el proyecto de ley, y realizar otra 
ponencia para el segundo debate. Se podrá introducir modificaciones al proyecto de ley, 
mismas que creen convenientes los legisladores, y  deberá tener informe de ponencia en la 
respectiva comisión encargada de tramitarlo, y deberá dársele el curso correspondiente, de 
conformidad con el artículo 160 de la Constitución. 
 
e) Debate en plenaria 
 
Preparada la ponencia se manda a publicar para con ello continuar con la discusión en la 
Plenaria de la respectiva cámara. Tomando la palabra el coordinador ponente seguido de la 
palabra de los congresistas quienes quieran opinar, después de esto comenzar una discusión de 
todo el proyecto. 
 
f) Traslado a la Cámara 
 
El proyecto de ley que ha sido aprobado dentro de la Plenaria en donde se inició el trámite, el 
Presidente de la misma, enviará al Presidente de otra cámara, con los antecedentes y con todos 








g) Sanción presidencial 
Aprobado el proyecto de ley en las dos cámaras, se enviará al Presidente de la República para 
que proceda con la sanción o ratificación, si está de acuerdo lo sancionará y promulgará para 
que el país conozca la nueva ley y sea cumplida. 
 
Proyectos de ley calificados de urgencia 
 
En el artículo 163 de la Constitución de la República de Colombia establece que, para los 
proyectos calificados de urgencia, el presidente de la República podrá solicitar el trámite 
respectivo, en este caso, la cámara designada deberá decidir sobre el mismo dentro del plazo 
de treinta días y es posible manifestarse de urgencia puede repetirse en todas las etapas 
constitucionales del proyecto.  
Si el Presidente insistiere en la urgencia, el proyecto tendrá prelación en el orden del día 
excluyendo la consideración de cualquier otro asunto, hasta tanto la respectiva cámara o 
comisión decida sobre él. 
 
Si el proyecto de ley a que se refiere el mensaje de urgencia se encuentra al estudio de una 
comisión permanente, ésta, a solicitud del Gobierno, deliberará conjuntamente con la 
correspondiente de la otra cámara para darle primer debate. 
 
2.2.4.1. Análisis de la legislación comparada 
 
Una vez revisada la normativa constitucional y normativa interna de Ecuador, Bolivia, 
Colombia; y, Perú es menester realizar un análisis comparativo entre las legislaciones de los 
países que conforman la Comunidad Andina de Naciones (CAN), ya que, de esa manera se 
podrá entender mejor las etapas del procedimiento legislativo por el cual atraviesa un proyecto  
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de ley, es decir desde la iniciativa hasta su finiquito, es por ello que éste análisis comparativo 
se desarrolla en base a seis etapas como son: iniciativa, calificación, discusión, sanción u 




Cuadro analítico de legislación comparada sobre al tratamiento a los proyectos de ley 
Detalle 
No. Etapa Ecuador Bolivia Colombia Perú Observación 
1 Iniciativa X X X X Colombia a la etapa de iniciativa la denomina “Presentación del proyecto de Ley” 
2 Calificación X  X X Bolivia carece de ésta etapa, mientras que Colombia a ésta etapa la denomina “Tratado a comisión”. Perú a ésta etapa la denomina “Estudio de Comisiones” 
3 Discusión X X X X 
En Ecuador la etapa de discusión está compuesto por “El Primer y Segundo debate”; En 
Bolivia ésta etapa se compone de “Cámara de Origen, Cámara Revisora y Votación” 
Colombia a ésta etapa la denomina “Tramitación de un proyecto de ley y se compone de la 
Ponencia para primer debate, Debate en Comisión, Ponencia para segundo debate y 
Debate en Plenaria”; Perú a ésta etapa la denomina “Debate en el Pleno” 
4 Sanción u Objeción X X X X 
Colombia, a esta etapa la denomina “Traslado a la cámara”; Perú a ésta etapa la denomina 
“Envío al presidente de la República” y además cuenta con una etapa más entre las etapas 
de discusión y sanción, denominada “Aprobación por doble votación” 
5 Promulgación X X X X  
6 Publicación X X X X  






































En nuestra Constitución de la República del Ecuador, el procedimiento para la formación de las 
leyes, se encuentran establecidos en los artículos 132 al 140 y en concordancia con los artículos 
52 al 66 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, reúne seis etapas como son: 1) Iniciativa; 
2) Calificación; 3) Discusión, ésta etapa comienza con el primer debate seguido del segundo 
debate; 4) Sanción u objeción; 5) Promulgación; y, 6) Publicación, estas etapas pueden 
parecerse o distinguirse en las demás legislaciones citadas. 
 
En Bolivia, la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, señala en los artículos 
172 y 162 al 164, y en concordancia con los artículos 98 al 105 y 116 al 125 del Reglamento 
General de la Cámara de Diputados, cinco etapas del procedimiento para la formación de las 
leyes, como son: 1) Iniciativa; 2) Careciendo de la etapa de discusión y yendo directo a la etapa 
de Dictamen la cual está compuesta de la siguiente manera: a) Cámara de origen, b) Cámara 
revisora, c) Mociones de las Cámaras; y, d) Votación; 3) Sanción; 4) Promulgación; y, 
5)Publicación. 
 
En Colombia, la Constitución de la República de Colombia en los artículos 150 al 170 recoge 
las siguientes etapas para la formación de las leyes: 1) Presentación de proyecto de ley; 2) 
Tratado o Comisión en la que a su vez se compone de: a) Ponencia para el primer debate, b) 
Debate en comisión, c) Ponencia para el segundo debate; y, d) Debate en plenaria; 3) Traslado a 
la cámara; y, 4) Sanción presidencial. 
 
En Perú la Constitución Política del Perú, en los artículos 107 al 109, recoge ocho etapas: 1) 
Iniciativa; 2) Estudio de Comisiones; 3) Publicación de los dictámenes en el portal del 
Congreso; 4) Debate en el Pleno; 5) Aprobación por doble votación; 6) Envío al presidente de la 
República; 7) Promulgación; y, 8) Publicación. 
 
Por último, con respecto al procedimiento para la formación de leyes calificados de urgencia en 
materia económica, en nuestro país tienen un tratamiento especial, comenzando desde la 
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iniciativa exclusiva que sólo el presidente de la República tiene para  presentarlos hasta el 
tiempo que se acorta a treinta días y en el caso que no haya pronunciamiento alguno por parte de 
la Función Legislativa, entrará por el Ministerio de la Ley, promulgado y publicado como 
decreto ley. 
 
Rafael Oyarte dice:  
 
Sólo los proyectos de ley en materia económica presentados por el presidente de la 
República pueden ser calificados por él como urgentes. Si falta uno de esos 
requisitos, esto es, origen presidencial, materia económica y calificación de 
urgente a un solo proyecto, se debe tramitar por la vía ordinaria. (Oyarte, 2014) 
 
 
¿Cuándo debe el Presidente de la República calificar la urgencia de un proyecto en materia 
económica que él presenta?  
 
Rafael Oyarte establece:  
 
Nuestra Constitución no lo indica, pero las potestades discrecionales no son 
sinónimo de arbitrariedad. La presentación por esta vía no puede devenir del mero 
antojo o mero querer del Jefe del Estado. Solo una cuestión que, objetivamente, se 
pueda entender como urgente, motiva semejante calificación que, téngase presente, 
limita la posibilidad de debate legislativo (…)(Oyarte, Ley Urgente, 2014) 
 
Al igual que en nuestro país, en Colombia, como en Perú y Bolivia, el presidente de la 
República puede presentar proyectos de ley calificados de urgencia en materia económica y el 
Poder Legislativo está facultado tanto por la Constitución como por la normativa interna para 
verificar que el proyecto de ley cumpla con los requisitos necesarios, para con ello continuar 
con el procedimiento especial. 
 
Por tanto, en los países citados, el procedimiento legislativo es semejante aunque la 
denominación de ciertas etapas de un país con otro no tengan similitud, no quiere decir que es 
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distinto, además se asemeja el procedimiento que se aplica en las leyes calificadas de urgencia 
en materia económica, lo que viene a ser muy importante en nuestro trabajo de investigación. 
 
2.3.  El control constitucional 
 
La Constitución promulgada el 20 de octubre de 2008 trae instituciones novedosas respecto al 
ámbito del control constitucional y especial en el ámbito del control abstracto de 
constitucionalidad, convirtiendo a la Corte Constitucional en un organismo con amplias 
facultades y prerrogativas, sin embargo ejercen también control constitucional los jueces y 
tribunales, quienes tienen la potestad de suspender la aplicación de una norma por considerarla 
inconstitucional, pero dicha declaración rige únicamente para ese caso particular. 
Posteriormente, los jueces remitirán a la Corte Constitucional un informe sobre tal declaratoria, 
para que dicha Corte se pronuncie con carácter general y obligatorio. Por lo tanto, la Corte 
Constitucional puede aceptar o no, el criterio del juez. Los jueces deben evitar que se violenten 
los preceptos constitucionales aunque no haya solicitud expresa de parte interesada. 
 
Según Alejandro Pérez Hualde, menciona que todos los autores están de acuerdo en que el 
control constitucional es realizado por el Poder Judicial en forma plena. De tal manera que los 
jueces son quienes determinan si una  norma se ajusta o no a lo que establece la Constitución.  
 
Juan Francisco Guerrero del Pozo, en su artículo denominado “Aproximación al Control 
Abstracto en el Ecuador.- La acción de inconstitucionalidad”, en lo que respecta al control 
constitucional dice: 
 
Las democracias constitucionales contemporáneas se caracterizan entre otras 
cosas por  poseer una justicia constitucional autónoma, fuerte y ampliamente 
influyente y desarrollada. A esta función del Estado la doctrina le atribuye 
comúnmente dos funciones esenciales: el control de la  actividad  del legislador y 
la garantía de los  derechos constitucionales. Así mismo, la literatura jurídica 
especializada identifica dos modalidades de control constitucional: el control 
político y el control judicial, el que a su vez se subdivide en control difuso de 
origen norteamericano atribuido a los jueces ordinarios y el control concentrado 
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europeo que corresponde a un órgano estatal  centralizado y especializado, 
independiente de todos los demás poderes y funciones del Estado; y por lo tanto, 
capaz de someter a las instituciones a los mandatos específicos de la 
Constitución.(Guerrero del Pozo) 
 
El control constitucional tiene su origen en dos principios: la supremacía constitucional y la 
fuerza normativa de la Constitución. Francisco Acuña Méndez (2004) cita al maestro Felipe 
Tena Ramírez, quien afirma que principio de “la supremacía constitucional es el principio 
angular de nuestro sistema de gobierno”(Acuña Méndez, 2004, pág. 32).  
 
Julio César Trujillo (2006), señala que el origen de la supremacía constitucional está en la 
consideración de que la Constitución es suprema, pero no existe una respuesta definitiva a por 
qué esta norma es suprema, lo cierto es que por una parte es suprema porque así lo acordó un 
pueblo a través del poder constituyente; o porque ella así misma lo manifiesta; o porque recoge 
principios y valores que son de tal carácter e importancia que requieren una  garantía de no 
desconocimiento.(Trujillo, 2006, pág. 143) 
 
La supremacía constitucional es política y jurídicamente. Políticamente la Constitución es 
superior, ya que, constituye legítimamente la autoridad y organiza su funcionamiento; además a 
través del reconocimiento de los derechos y sus garantías fija sus límites, por consiguiente, todo 
poder legítimo nace de la Carta Constitucional y debe ser ejercido conforme a la 
misma.(Guerrero del Pozo, Aproximación al control abstracto en el Ecuador.- La acción de 
inconstitucionalidad) 
 
Jurídicamente la Constitución es suprema porque da validez formal y sustancial a todo el 
ordenamiento jurídico, de tal manera que se encuentra en la cúspide prevaleciendo sobre 
cualquier otro ordenamiento jurídico, por lo que cada norma o acto de poder público debe 
mantener conformidad con lo que dispone la norma suprema, de no serlo así carecerá de eficacia 
jurídica. Rafael Oyarte Martínez (1999) dice que la supremacía constitucional tiene una 
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expresión material y otra formal, en sentido material, implica la superioridad en el contenido; la 
exigencia de compatibilidad entre el contenido de las normas jurídicas infra-constitucionales y 
los principios y valores  que constan  en la Constitución. Del mismo modo, formalmente implica 
la exigencia de que las normas infra-constitucionales sean dictadas en la forma y siguiendo los 
procedimientos establecidos en la Constitución. (Oyarte Martínez, “La Supremacía 
Constitucional”, en Derecho Constitucional para Fortalecer la Democracia Ecuatoriana, 1999, 
pág. 79) 
 
En el artículo 424 de la Constitución de la República del Ecuador expresa a la supremacía 
constitucional, de la siguiente manera: “La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre 
cualquier otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán 
mantener conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de 
eficacia jurídica.” 
 
Para que exista un sistema jurídico legítimo, se ha generado la necesidad de conservación y 
resguardo a la Constitución, es por ello que en nuestro país la posibilidad de reformar o 
enmendar a la norma suprema trae consigo una serie de dificultades y limitaciones señalados en 
la misma Constitución, que va más allá de la simple decisión mayoritaria de los miembros del 
poder legislativo.  
 
Por otro lado, el principio de fuerza normativa de la Constitución, Julio César Trujillo (2003) en 
su publicación “La fuerza normativa de la Constitución ecuatoriana actual” dice: 
 
Los preceptos constitucionales son de aplicación directa e inmediata. De 
aplicación directa significa que de ellas derivan derechos y obligaciones para sus 
destinatarios, e inmediata quiere decir que no es  necesaria la mediación de una 
ley que los desarrolle para que la persona demande el respeto a los derechos y 
garantías que le corresponden o la reparación de los perjuicios causados por su 
violación y que, por lo contrario, esa demanda puede fundamentarla en lo que, al 
respecto, establezca la Constitución y que las autoridades deben sustentar en ellas 
sus resoluciones (…) cuando de derechos y garantías se trate. 
47 
 
Por tal razón, la Constitución es una norma susceptible de ser aplicada directamente e invocada 
de forma autónoma e independiente, sin que su exigibilidad deba estar sujeta a una normativa 
secundaria, pues al igual que ocurre con las otras normas del ordenamiento jurídico, la 
Constitución contiene prescripciones que orientan las actividades políticas, sociales y 
económicas de la sociedad, que en caso de ser inobservadas, puede su cumplimiento ser exigido 
de forma coercitiva a través de las distintas modalidades de control constitucional. Este 
principio ha sido recogido en nuestro texto constitucional en los Art. 424 y 426 de la 
Constitución. 
 
2.3.1. Los modelos de control constitucional. 
 
El control constitucional en la actualidad se concibe de varias fuentes históricas, pero 
tradicionalmente se distinguen dos modelos: el americano y el europeo. 
 
2.3.1.1. El modelo americano. 
 
José Miguel Vélez, señala que la contribución del continente americano a la defensa 
constitucional surgió de la verdadera garantía jurisdiccional de la Constitución, este modelo 
tuvo su antecedente en Inglaterra en el siglo XVII, en donde el Juez Coke, Presidente del 
Tribunal Superior de Inglaterra, formuló algunos lineamientos dela doctrina de la supremacía 
constitucional, la que no fue acogida en su  país natal, pero sus ideas llegaron a América en 
donde tuvieron acogida.   
 
Se considera el origen del control judicial de constitucionalidad estadounidense, que apareció en 
1803 en el juicio de Marbury vs. Madison, en donde el juez Marshall afirmó la supremacía de la 
Constitución y estableció la facultad de los jueces para declarar la inconstitucionalidad de las 
leyes, amparándose en el argumento de que hay solo dos alternativas demasiado claras para ser 
discutidas: o la Constitución controla a cualquier ley contraria a ella, o la legislatura puede 
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alterar la Constitución mediante una ley ordinaria. Entre tales alternativas no hay términos 
medios, o la Constitución es la ley suprema inalterable por medios ordinarios, o se encuentra en 
el mismo nivel que las leyes. El juez Marshall adoptó la primera. 
 
De esta forma es cómo surgió el modelo norteamericano de control difuso de la 
constitucionalidad, que se lo implementa a través de los jueces, a quienes se confía la  
interpretación de las normas y su correspondencia con la  Constitución. Si bien es cierto que 
este sistema no se desprende directamente de la Constitución, como quedó anotado, nace en la 
actividad práctica judicial. (Mancero Carrillo, 2006, pág. 26) 
 
2.3.1.2. El modelo europeo 
 
Desde la segunda mitad del siglo XIX, podemos encontrar intentos por configurar una 
jurisdicción constitucional en Europa, motivada principalmente por dos razones: la estructura 
federal de algunos estados y la necesidad de resolver conflictos institucionales  entre las 
diferentes instancias de poder. (Balaguer Callejón, 1996, pág. 63) 
 
Por su parte, el sistema europeo de control data de las primeras décadas del siglo XX cuando en 
Austria en 1920 y en Alemania en 1929 se crearon, bajo los postulados de Hans Kelsen, los 
Tribunales Constitucionales, los mismos que desaparecieron lamentablemente con motivo de la 
Segunda Guerra Mundial. Las ideas legadas de la Revolución Francesa, que radicaban la 
soberanía en la nación, soberanía que tenía su expresión en  el   Parlamento hacedor de la ley, 
contribuye a la preeminencia de éste sobre la Función Judicial.(Vélez) 
 
Zagrebelsky, citando a Mayer y su concepción   del  Derecho Administrativo: “observa al estado 
de derecho como la supremacía de la ley sobre la administración, ley que es producto de la 
deliberación del Parlamento, otorgando los jueces la competencia exclusiva de aplicar la ley a 
las controversias que surjan entre los ciudadanos”(Zagrabelsky, 2008, pág. 23) 
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Juan Francisco Guerrero del Pozo se refiere a un análisis de los modelos de control de 
constitucionalidad, de los que partían siempre de la dicotomía tradicional anotada, esto generó 
que en relación al órgano encargado de ejercer el control.  Se asumía por tanto que, el sistema 
americano  suponía necesariamente un control concreto y difuso, en tanto que al sistema 
europeo le correspondía un control abstracto y concentrado, caracterizaciones que encuentran 
asidero en fundamentos de carácter histórico-político e ideológicas particulares, pero con 
sustento en postulados teóricos escasos o débiles que ocasionan la relativización y convergencia 
actual.(Guerrero del Pozo, Aproximación al Control Abstracto en el Ecuador. La acción de 
inconstitucionalidad, pág. 8) 
 
2.3.2. El control constitucional abstracto en Ecuador. 
 
En nuestro país, al incluir el control de constitucionalidad dentro de la Constitución de la 
República, en el que tiene un articulado propio, por lo que se embarca en las más importantes 
tendencias modernas y contemporáneas del Derecho Constitucional a nivel mundial. Álvaro 
Gutiérrez Godoy define al control abstracto, de la siguiente manera: 
 
(…) como el control de constitucionalidad que realiza el órgano competente, a 
instancia de quien esté legitimado en la causa y completamente al margen de 
todo caso en concreto y de la aplicación que haya podido tener esa norma, en 
este caso, como lo afirma Schlaich citado por el profesor Brage “el tribunal 
lleva a cabo un control constitucional con total abstracción de la aplicación 
concreta del derecho y se limita a resolver una discrepancia abstracta en torno 
a la conformidad o disconformidad de un texto legal con el texto de la propia 
Constitución”(Gutiérrez Godoy, 2012) 
 
Por lo tanto, el control abstracto de constitucionalidad no es otra cosa que la posibilidad de 
examinar la constitucionalidad de una norma, sin hacer referencia a un caso concreto o 
individualizado que haya llegado a conocimiento de un juez o tribunal por el litigio entre las 
partes, lo cual no implica, como ha quedado anotado, el hacerlo en abstracto de todo supuesto 
de hecho; es la potestad de ejercer una actividad en la que se cuestiona la norma de manera 
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general y abstracta sin alusión a un litigio entre las partes.(Guerrero del Pozo, Aproximación al 
Control Abstracto en el Ecuador. La acción de inconstitucionalidad, pág. 9) 
 
La Constitución de la República, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, y el Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte 
Constitucional establecen el control abstracto de normas de carácter general, a través de varias 
disposiciones normativas, en las cuales se regula, de manera muy puntual,  el órgano 
competente  para emitir la decisión, legitimación activa, legitimación pasiva, procedimiento, 
materia impugnable o susceptible de control, principios aplicables, efectos de la sentencia y 
otros temas de importancia. 
 
El control abstracto en sus diversas materias es potestad exclusiva y privativa de la Corte 
Constitucional, así lo determinan el artículo 436 numerales 2,3 y 4 de la Constitución de la 
República, en lo que tienen que ver con actos normativos y administrativos generales: 
 
La Corte Constitucional ejercerá, además de las que le confiera la ley, las 
siguientes atribuciones: 
 
2. Conocer y resolver las acciones públicas de inconstitucionalidad, por el fondo 
o por la forma, contra actos normativos de carácter general emitidos por 
órganos y autoridades del Estado. La declaratoria de inconstitucionalidad 
tendrá como efecto la invalidez del acto normativo impugnado. 
 
3. Declarar de oficio la inconstitucionalidad de normas conexas, cuando en los 
casos sometidos a su conocimiento concluya que una o varias de ellas son 
contrarias a la Constitución. 
 
4. Conocer y resolver, a petición de parte, la inconstitucionalidad contra los 
actos administrativos con efectos generales emitidos por toda autoridad pública. 





En el artículo 75, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
determina el control abstracto en todos sus numerales y literales para las distintas modalidades 
de este tipo de control constitucional: 
 
Para ejercer el control abstracto de constitucionalidad, la Corte Constitucional 
será competente para: 
 
1. Resolver las acciones de inconstitucionalidad en contra de: 
 
a) Enmiendas y reformas constitucionales. 
b) Resoluciones legislativas aprobatorias de tratados internacionales. 
c) Leyes, decretos leyes de urgencia económica y demás normas con fuerza de 
ley. 
d) Actos normativos y administrativos con carácter general. 
 
2. Resolver las objeciones de inconstitucionalidad presentadas por la Presidenta 
o Presidente de la República en el proceso de formación de las leyes. 
 
3. Ejercer el control de constitucionalidad en los siguientes casos: 
 
a) Proyectos de reformas, enmiendas y cambios constitucionales. 
b) Convocatorias a referendo para reforma, enmienda y cambio 
constitucional. 
c) Decretos que declaran o que se dictan con fundamento en los estados de 
excepción. 
d) Tratados internacionales. 
e) Convocatorias a consultas populares, excepto aquellas en las que se 
consulta la revocatoria del mandato. 
f) Estatutos de autonomía y sus reformas. 
 
4. Promover los procesos de inconstitucionalidad abstracta, cuando con ocasión 
de un proceso constitucional, encuentre la incompatibilidad entre una 




Por último, en el artículo 54 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de 
la Corte Constitucional, se contempla la competencia del control abstracto de la siguiente 
manera: 
 
La Corte Constitucional ejercerá el control abstracto de constitucionalidad, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 75 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional y el presente Reglamento. 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional establece como 
finalidad del control abstracto de constitucionalidad,  el garantizar la unidad y coherencia del 
ordenamiento jurídico a través de la identificación y la eliminación de las incompatibilidades 
normativas, por razones de fondo o de forma, entre las normas constitucionales y las demás 
disposiciones que integran el sistema jurídico. 
 
Dentro del control constitucional en el artículo 116 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, publicada en el segundo suplemento del Registro 
Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009,  respecto a la unidad de materia le faculta a la Corte 
Constitucional, verificar: 
 
1. Todas las disposiciones de una ley se refieran a una sola materia, por lo que 
debe existir entre todas ellas una conexidad clara, específica, estrecha, necesaria y 
evidente, de carácter temático, teleológico o sistemático. 
 
2. La totalidad del contenido del proyecto corresponda con su título. 
 
3. Para determinar la conexidad entre las disposiciones legales, la Corte 
Constitucional deberá tener en cuenta la exposición de motivos y las variaciones 




Por lo mencionado, se dice que debe existir una relación entre el título y el contenido de los 
proyectos de ley, en el caso de no cumplir con el principio de “unidad de materia” estarían 
incurriendo en vicios constitucionales. 
 
2.4. La acción de inconstitucionalidad 
 
La acción de inconstitucionalidad es el mecanismo de control abstracto por antonomasia  que le 
corresponde conocer a  la Corte Constitucional. La acción de inconstitucionalidad, en cuanto a 
la oportunidad, es una modalidad de control  a posteriori, es decir, que se lo ejerce una vez que 
la norma ha sido promulgada y está vigente. 
Joaquín Brage Camazano (2011), define a la acción de inconstitucionalidad: 
 
Como aquel mecanismo o instrumento procesal- constitucional por medio del 
cual determinadas personas, órganos o fracciones de órganos, cumpliendo con 
los requisitos procesales legamente establecidos (conforme a la Constitución), 
pueden plantear, de forma directa y principal, ante un órgano judicial de la 
constitucionalidad de que se trate, si una determinada norma jurídica es o no 
conforme con la Constitución, dando lugar normalmente, tras la oportuna 
tramitación procedimental con las debidas garantías, a una sentencia en la que 
dicho órgano de la constitucionalidad se pronuncia en abstracto y con efectos 
legales sobre si la norma impugnada es o no compatible con la norma 
fundamental y, en la hipótesis de que no lo fuere, declara la inconstitucionalidad 
y consiguiente la nulidad de dicha norma (…).(Brage Camazano, 2011, pág. 340) 
 
Este mecanismo constituye una acción de carácter “abstracto”, porque su objeto es garantizar el 
respeto a la Constitución y al orden jurídico sin requerir la existencia de un agravio directo ni 
de un interés jurídico específico para ejercitarla. Francisco Acuña Méndez (2004) cita a Joaquín 
Brage Camazano, quien denomina al “control abstracto” de la inconstitucionalidad diciendo 
que: “La Suprema Corte de Justicia puede también juzgar la constitucionalidad de las leyes en 
abstracto y con objetos generales, cuando así lo solicite uno de los sujetos legitimados para 
ejercitar la acción de inconstitucionalidad”.(Acuña Méndez, La controversia constitucional en 
México, 2004, pág. 66) 
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 Alejandro Pérez Hualde, en su obra “Decretos de necesidad y urgencia” menciona que: “todos 
los ciudadanos pueden accionar directamente por inconstitucionalidad de una norma que afecte 
sus derechos o un interés legítimo, incluso pueden hacerlo en forma mucho más amplia cuando 
se trata de temas importantes (…)”(Pérez Hualde, pág. 279) 
 
2.4.1. Legitimación activa y efecto jurídico 
 
La Constitución de la República ha ampliado la legitimación activa, de tal manera que faculta a 
cualquier ciudadano que lo considere procedente el acceso a la jurisdicción constitucional, esto 
es demandar una norma por razones de forma o de fondo. La profesora Emilia Girón Reguera 
dice que: “La acción de inconstitucionalidad permite a todo ciudadano acusar directa o 
abiertamente, sin necesidad de demostrar interés particular o concreto, y sin vínculo procesal de 
ninguna especie cualquier ley o decreto con fuerza de ley que estime como constitucional”. 
(Girón Reguera, pág. 9) 
 
En nuestra Constitución expresa que la declaratoria de inconstitucionalidad tendrá efecto de 
invalidez del acto normativo impugnado, lo que conlleva a la desaparición de dicha norma del 
ordenamiento jurídico, haciendo tránsito a la cosa juzgada constitucional, con efectos generales 
(erga omnes) y hacia el futuro (ex nunc). 
 
La profesora Emilia Girón Reguera, respecto al efecto jurídico en el ámbito colombiano, cita lo 
siguiente: 
 
Las sentencias que en materia de control constitucional de la Corte 
Constitucional tienen efectos generales (erga omnes) (…), obligatorios y 
constitutivos o sea hacia el futuro (ex nunc), igualmente hacen tránsito a cosa 
juzgada constitucional, lo que significa que las decisiones adoptadas por la 
Corte en cumplimiento de su misión de asegurar la integridad y la supremacía 
de la Carta, adquieren un carácter definitivo, incontrovertible e inmutable, de 
tal manera que sobre aquellos asuntos  tratados y dilucidados en procesos 
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anteriores, nos resulta admisible replantear litigio alguno ni emitir un nuevo 
pronunciamiento de fondo. 
 
La cosa juzgada material limita la competencia del legislador para reproducir 
el contenido material de la norma contraria  a la Carta Fundamenta. Por ello, 
el inciso segundo del artículo 243 de la Carta Política añade que: “Ninguna 
autoridad podrá reproducir el contenido material del acto jurídico declarando 
inexequible por razones de fondo, mientras subsistan en la Carta las 
disposiciones que sirvieron para hacer la confrontación entre la norma 
ordinaria y la Constitución”. Cuando el legislador desconoce esta prohibición, 
la corte debe proferir un fallo de inexequibilidad por la violación del mandato 
dispuesto en el artículo 243 de la Constitución Política. (Girón Reguera, El 
control constitucional en Colombia, pág. 8) 
 
Conforme lo determinan los artículos 439 de la Constitución de la República, el artículo77 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y el artículo 56 del 
Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional,  puede 
presentar o proponer  una demanda de inconstitucionalidad  cualquier persona en forma 
individual o colectiva, sin que  exista ninguna restricción en este sentido, lo que configura una 
acción popular.  
 
La autora  Claudia Escobar establece que deben tomarse en cuenta tres factores adicionales 
dentro de la legitimación activa: 
 
1) Este avance  consistente en que  cualquier ciudadano individual o 
colectivamente pueda presentar una demanda de inconstitucionalidad, viene 
acompañado de la posibilidad de intervención dentro de estos procesos 
artículo 85 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, con lo cual se logra además, que la sociedad se apropie de la 
Constitución y así se consolide la nueva cultura constitucional. 
 
Artículo 85.- Intervenciones públicas e intervenciones oficiales.- Sorteada la 
causa y remitida a la jueza o juez ponente, éste iniciará la sustanciación. En 
el término de diez días siguientes al sorteo, el órgano emisor de la 
disposición demandada o cualquier persona, podrán intervenir para 





La sentencia deberá exponer de manera sucinta, clara, completa y precisa 
todos los argumentos de hecho y de derecho expuestos por los 
intervinientes, y deberá tenerlos en cuenta dentro de su análisis. 
 
2) Es necesario que existan diferentes clases de filtros, para impedir que este 
mecanismo sea utilizado de modo indiscriminado, filtros que han sido 
desarrollados en la  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales a más de las 
resoluciones establecidas por la Corte Constitucional; y, 
 
3) Otro de los factores que deben ser tomados en cuenta es el alcance de esta 
acción, el mismo que también ha sido desarrollado en el artículo 95 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
 
Artículo 95.- Efectos de la sentencia en el tiempo.- Las sentencias que se 
dicten en ejercicio del control abstracto de constitucionalidad surten efectos 
de cosa juzgada y producen efectos generales hacia el futuro. De manera 
excepcional se podrán diferir o retrotraer los efectos de las sentencias, 
cuando sea indispensable para preservar la fuerza normativa y 
superioridad jerárquica de las normas constitucionales, la plena vigencia de 
los derechos constitucionales, y cuando no afecte la seguridad jurídica y el 
interés general. 
 
Cuando la declaratoria de inconstitucionalidad de una disposición jurídica 
produzca un vacío normativo que sea fuente potencial de vulneración de los 
derechos constitucionales o produzca graves daños, se podrá postergar los 
efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad. 
 
De lo citado es evidente que la característica fundamental de la legitimación activa es pública 
aplicación se extiende con en la Constitución actual, ya que, en la Constitución de 1998, se 
señalaba que una demanda de inconstitucionalidad solo podía ser propuesta por determinados 
organismos o autoridades, así como por un número considerable de ciudadanos 
 
2.4.2. Causal de inconstitucionalidad. 
 
La causal para determinar que una norma jurídica es inconstitucionalidad, es constatando que 
dicha norma contradice a la Constitución, por lo que, Eduardo Velandia Canosa (2013), 
menciona que la inconstitucionalidad de una norma jurídica puede ser por la forma o por el 
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fondo, en la forma total y parcial.(Velandia Canosa, 2013, págs. 367,368), de las cuales a 
continuación hablaré:  
 
a) Por la forma: Cuando la norma sujeta a control constitucional, contraviene a la 
Constitución, cuando no han sido iniciadas, promulgadas y/o publicadas en la forma 
adecuada prescrita por la Norma Suprema. 
 
b) Por el fondo: Cuando el contenido de la ley o norma jurídica con rango de ley sujeta a 
control constitucional, contraviene en la materia normativa o fondo de sí, a lo regulado 
por la Constitución, contraviniendo en esencia principios constitucionales. 
 
c) En forma total: Cuando el contenido de la norma sujeta a control constitucional es 
íntegramente inconstitucional en su contenido. 
 
d) En forma parcial: Ésta aparece cuando la ley es parcialmente inconstitucional, si solo 
una parte de la norma es incompatible con la Constitución, por tanto el vacío  parcial que 
recaiga en la norma, el Tribunal Constitucional dejará sin efecto las palabras o frases que 
en ella recaiga.  
 
2.4.3. Vicios constitucionales de forma 
 
Sergio Verdugo Ramírez (2010), en su artículo “Inaplicabilidad y vicios de forma. ¿Un 
problema resuelto?” señala que el vicio de forma: 
 
Se configura durante el proceso legislativo al omitirse ciertos trámites 
indispensables para la formación de la ley contemplados en la norma suprema. 
En consecuencia, la inconstitucionalidad de forma no está presente en el texto o 
enunciado normativo, ni en la interpretación que los autores o la jurisprudencia 
puedan elaborar del mismo. Por el contrario, la inconstitucionalidad de forma se 
encuentra en la historia de la creación de la ley. Es el proyecto de norma la que 
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adolecerá del vicio, y no su disposición normativa. (…) al mismo tiempo, ser 
inconstitucional por haber sido creado sin obedecer los trámites constitucionales 
necesarios para su perfeccionamiento. El vicio de forma se produce antes de que 
el precepto legal exista, lo que lo aleja de los efectos que la norma jurídica 
producirá (…)(Verdugo Ramírez, Inaplicabilidad y vicios de Forma. ¿Un problema 
resuelto?, 2010, págs. 83-112) 
 
 
Por otro lado, Patricio Zapata dice que un “(…) proyecto de norma jurídica adolecerá de un 
vicio de inconstitucionalidad de forma cuando en su proceso de generación se haya omitido 
algunos de los requisitos de procedimiento exigidos por la carta Fundamental para su 
tramitación válida”.(Zapata, 2002, pág. 108) 
 
2.4.3.1. Omisión Legislativa 
 
Eduardo Velandia Canosa (2013), cita la definición de omisión legislativa dada por José Julio 
Fernández Rodríguez, de la siguiente manera: 
 
Las omisiones legislativas aparecen cuando existe incumplimiento del mandato 
constitucional al momento de desarrollar sus enunciados políticos-sociales 
mediante leyes por parte de quien tiene el deber de hacerlo, esto es, del órgano 
legislativo, con lo que impide la eficaz aplicación de la norma suprema.(Velandia 
Canosa, Derecho Procesal Constitucional, Tomo IV, 2013, pág. 398) 
 
De tal manera que, cuando el legislador no cumple con el deber constitucional expreso de 
expedir leyes está incurriendo en omisión legislativa. 
 
2.4.4. Procedimiento  
 
Ya sea una persona o grupo de personas que decidan solicitar la inconstitucionalidad de una o 
varias normas, la demanda  será presentada ante la Corte Constitucional en la oficina de 
recepción de casos y deberá contener los requisitos especificados en el artículo 79 de la Ley 




1. La designación de la autoridad ante quien se propone. 
 
2. Nombre completo, número de cédula de identidad, de ciudadanía o pasaporte 
y domicilio de la persona demandante. 
 
3. Denominación del órgano emisor de la disposición jurídica objeto del proceso; 
en el caso de colegislación a través de sanción, se incluirá también al órgano que 
sanciona. 
 
4. Indicación de las disposiciones acusadas como inconstitucionales. 
 
5. Fundamento de la pretensión, que incluye: 
 
a) Las disposiciones constitucionales presuntamente infringidas, con 
especificación de su contenido y alcance. 
 
b) Argumentos claros, ciertos, específicos y pertinentes, por los cuales se 
considera que exista una incompatibilidad normativa. 
 
6. La solicitud de suspensión provisional de la disposición demandada 
debidamente sustentada, cuando a ello hubiere lugar; sin perjuicio de la 
adopción de otras medidas cautelares conforme la Constitución y esta Ley. 
 
7. Casillero judicial, constitucional o correo electrónico para recibir 
notificaciones. 
 
8. La firma de la persona demandante o de su representante, y de la abogada o 
abogado patrocinador de la demanda. 
 
En el artículo 11 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional dice 
que, una vez presentada la demanda y asignada la numeración con la que será tramitada por 
parte de la secretaría General de la Corte Constitucional, se remite inmediatamente a la Sala de 
Admisión,  la cual en un término de 15 días deberá  verificar que la demanda cumpla con los 
requisitos señalados en el artículo antes mencionado. 
 
En el auto de admisión se debería resolver acerca de la petición de suspensión provisional de la 
disposición demandada, en caso de que tal medida cautelar hubiese sido solicitado en la 
demanda, medida que en virtud de los principios de presunción de constitucionalidad. 
 
Admitida la acción a trámite, corresponde notificarle al accionante y  a  la autoridad  de donde 
emanó el acto  objeto del examen de constitucionalidad. Notificadas con la resolución de 
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admisión, la causa debe sortearse entre los diferentes magistrados de la  Corte  Constitucional 
para la determinación del juez ponente o encargado de la sustanciación del proceso. A partir del 
sorteo, cualquier persona interesada en intervenir dentro de la acción y el órgano emisor de la 
disposición demandada, tiene el término de 10 días para intervenir y defender o impugnar la 
constitucionalidad de las disposiciones jurídicas cuya inconstitucionalidad se demanda, 
exposiciones que deberán constar de manera sucinta en la sentencia. 
 
El juez ponente tiene la capacidad de solicitar informes técnicos a universidades, personas o 
entidades especializadas en la materia a fin de obtener mayores criterios para resolver la 
demanda. De igual manera, las partes intervinientes o uno de los jueces de la Corte pueden 
solicitar la convocatoria a una audiencia pública ante el Pleno de la Corte, a fin de que quien 
emitió la norma y el demandante expongan sus argumentos y justificaciones.  A esta audiencia 
pueden comparecer terceras personas de manera excepcional siempre que resulten necesarias 
para realizar un análisis integral del caso. El Juez ponente o el Pleno de la Corte, podrán 
solicitar, hasta antes de expedir la sentencia, la práctica de las pruebas que consideren 
necesarias, así como requerir informes técnicos especializados o asesorías externas.  
 
Cualquiera de los jueces de la Corte puede presentar sus criterios sobre el proceso al juez 
ponente para que los tenga en cuenta al momento de elaborar la sentencia. Una vez agotado el 
término para la presentación de criterios, el juez sustanciador tiene el término de 15 días para 
presentar su proyecto de resolución  a secretaría General, la que se encargará a su vez de enviar 
copias del mismo a todos los magistrados de la Corte Constitucional,  quienes tienen el término 
de 5 días para presentar observaciones al proyecto de sentencia. 
 
La sentencia es emitida por el pleno de la Corte Constitucional en el término de 10 días contado 
desde la finalización del término para presentar observaciones al proyecto de sentencia y debe 
ser adoptado por mayoría absoluta de los magistrados de la Corte, esto es, no menos de 5 votos 
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favorables a la resolución. En caso de que producto de la deliberación, el proyecto no sea 
aprobado, se designará a un nuevo juez ponente. 
Las sentencias que se dicten a propósito de una acción de inconstitucionalidad surten efectos de 
cosa juzgada y producen sus efectos hacia el  futuro, respetando de esta manera el derecho a la 
seguridad jurídica. Los efectos que produce una sentencia  que se dicte a propósito de una 
acción de inconstitucionalidad, son los siguientes: 
 
1. Ninguna autoridad podrá aplicar el contenido de la disposición jurídica 
declarada inconstitucional por razones de fondo, mientras subsista el fundamento 
de la sentencia. 
 
2. Cuando la sentencia que desecha la demanda de inconstitucionalidad ha estado 
precedida de control integral, no se podrán formular nuevas demandas de 
inconstitucionalidad contra el precepto acusado, mientras subsista el fundamento 
de la sentencia. 
 
3. Cuando la sentencia no ha estado precedida de un control integral, no se 
podrán formular nuevas demandas de inconstitucionalidad contra el precepto 
acusado con fundamento en los cargos analizados en la sentencia, mientras 
subsista el fundamento del juicio de constitucionalidad. 
 
4. Las sentencias producen efectos generales hacia el futuro. De manera 
excepcional se podrán diferir o retrotraer los efectos de las sentencias, cuando sea 
indispensable para preservar la fuerza normativa y superioridad jerárquica de 
las normas constitucionales, y la plena vigencia de los derechos constitucionales. 
 
Emitida la sentencia, las partes tienen el término de 3 días para solicitar la aclaración o 
ampliación de la misma, recursos que serán resueltos dentro del término de 8 días. 
 
2.5. Marco conceptual 
 





Asamblea Constituyente.- Órgano legislativo que está conformada por delegados elegidos por 
el pueblo, a fin de determinar las reglas de funcionamiento del poder público como fundamento 
de su sistema político y plasmar a través de un pacto político en una Constitución fijando reglas 
para la construcción de un nuevo Estado y de convivencia entre éste y la sociedad. (Machicado, 
2013). 
 
Ciudadano.-  Para Guillermo Cabanellas, “es el residente en alguna ciudad o Estado libre, 
cuando sus leyes y Constitución le dan ciertos derechos, o al menos lo respetan.” (Cabanellas, 
Diccionario Jurídico Elemental, 2007, pág. 80) 
 
Constitución.- Es la norma suprema de un Estado, que establece la autoridad, la forma de 
ejercicio de esa autoridad, los límites de los órganos públicos, definiendo los derechos y deberes 
de los ciudadanos y garantizando la libertad política y civil del individuo. (Quisbert, 2013). 
 
Constitucionalidad.- La constitucionalidad de las leyes, significa que, ya sea una ley, decreto o 
resolución ha cumplido correctamente con lo que establece la Constitución de la República, en 
la elaboración y en el contenido de la misma. (DR Leyes.com, 2014). 
 
Corte constitucional.- Es un órgano autónomo e independiente de administración de justicia 
constitucional, de reconocido prestigio nacional e internacional. Su misión es garantizar la 
vigencia y supremacía de la Constitución, el pleno ejercicio de los derechos constitucionales y 
garantías jurisdiccionales, mediante la interpretación, el control y la administración de justicia 
constitucional. (Corte Constitucional del Ecuador, 2014). 
 
Decreto.- Es muy importante hablar del decreto, ya que, a  diferencia de la Ley, el Decreto es 
otro tipo de norma que regula la convivencia y organización de los ciudadanos de un Estado, 
por lo que, el decreto procede del latín decretum, que significa la decisión de una autoridad 
sobre la materia que tiene competencia, mismo que es llevado a cabo por el Poder Ejecutivo. 
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“Resolución o mandato, decisión de una autoridad sobre asunto, negocio o materia de su 
competencia”. (Cabanellas de Torres, Diccionario Jurídico Elemental, 2007, pág. 110) 
 
Decreto ley.- Disposición de carácter legislativo que, sin ser sometida al órgano adecuado, se 
promulga, por el Poder Ejecutivo, en virtud de alguna excepción circunstancial o permanente, 
previamente determinada. (Cabanellas de Torres, Diccionario Jurídico Elemental, 2007, pág. 
111). Un Decreto-Ley, es una norma con rango de ley, emanada del Poder ejecutivo, sin previa 
intervención de la Asamblea Nacional, el Decreto-Ley es dictado en casos de urgencia y puede 
estar contemplada en el ordenamiento jurídico. 
 
Función ejecutiva: Esta función la ejerce el presidente de la República en ejercicio del poder 
político del Estado, ya que, es un organismo administrativo, jurídico y soberano, de 
conformidad con lo que estable la Constitución y Leyes de la República, en lo que respecta a 
sus atribuciones y deberes, a fin de satisfacer los intereses público, mantener el orden, la 
seguridad interna y demás aspiración de la población. Su gabinete está compuesto de la 
siguiente manera: 
 
• Presidente de la República 
• Vicepresidente de la República 
• Ministros de Estado 
• Secretario General Administrativo; y,  
• Autoridades o funcionarios que determine el presidente. (Jaramillo Ordóñez, Manual de 
Derecho Administrativo, 2014, pág. 80) 
 
Función legislativa: Esta función la ejerce la Asamblea Nacional que está integrado por 
asambleístas nacionales, regionales, provinciales y circunscripción exterior que funciona dentro 
del contexto democrático liberal y socialista, ya que, es un organismo jurídico político, 
colegiado, electivo y soberano del estado. A la Asamblea Nacional le compete expedir, 
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codificar, modificar y derogar leyes en función de lo que dicta la Constitución de la República 
la Ley Orgánica de la Función Legislativa, el Reglamento Interno y el Código de 
Ética.(Jaramillo Ordóñez, Manual de Derecho Administrativo, 2014, págs. 82,83) 
 
Impuesto.- “Contribución, gravamen o tributo que se ha de pagar, casi siempre en dinero, por 
las tierras, frutos, mercaderías, industrias, actividades mercantiles y profesionales liberales para 
sostener los gastos del Estado y de las restantes corporaciones públicas”.  (Cabanellas de Torres, 
Diccionario Jurídico Elemental, 2007, pág. 192) 
 
Inconstitucionalidad.-La inconstitucionalidad, es todo lo contrario a la constitucionalidad, es 
cuando se ha dictado una ley, decreto o resolución sin seguir lo establecido por la  norma 
suprema ya sea en su contenido y/o elaboración, lo que daría como resultado que dicha ley sea 
declarada en sentencia por la Corte Constitucional, como inconstitucional. (DR Leyes.com, 
2014) 
 
Inconstitucionalidad de forma.- Este tipo de inconstitucionalidad aparece en el procedimiento 
de la formación de una ley,  esto es, omisión a algún tipo de trámite establecido en la 
Constitución, por lo que la inconstitucionalidad de forma no está presente en el contenido 
textual del proyecto de ley. Adolecerá de vicio formal por el incumplimiento de lo establecido 
en la Norma suprema. (Verdugo Ramírez, 2010, págs. 83,112). 
 
El tratadista César Landa Arroyo en su obra “Los procesos constitucionales en la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional”, dice: 
 
Una norma incurre en  una infracción constitucional de forma cuando se 
produce en quebrantamiento del procedimiento legislativo previsto en la 
Constitución para su aprobación. Dicho evento tendría lugar, por ejemplo, si, 
fuera de las excepciones previstas en el Reglamento del Congreso de la República 
un proyecto de ley es sancionado sin haber sido aprobado previamente por la 
respectiva Comisión dictaminadora (…).”(Landa Arroyo, 2010, pág. 418) 
65 
 
Ley.- Es una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en forma prescrita por la 
Constitución, manda, prohíbe o permite”. (Código Civil, tomo 1, 2008). De lo citado, no se trata 
de una definición doctrinaria sino simplemente práctica, o de valor legislativo, cuya finalidad es 
señalar que normas deben ser tenidas por leyes, de la expresión “declaración de la voluntad 
soberana”, ha de entenderse en sentido puramente formal, en su parte final indica que existen 
tres formas de regular la conducta libre del hombre mediante la ley: el mandato, la prohibición y 
la permisión. 
 
Ley orgánica.- Su origen lo encontramos en la Constitución Francesa de 1958, estableciendo un 
nexo entre la norma constitucional y las leyes ordinarias. Se caracterizan por ser necesarias 
desde el punto de vista constitucional, tiene una competencia diferente a la de las leyes 
ordinarias, presentando así algunos requisitos extraordinarios, como son la mayoría absoluta a la 
hora de su aprobación y la mayor rigidez en la regulación.  
 
Según el artículo 133 de la Constitución de la República del Ecuador serán leyes orgánicas: 
  
1. Las que regulen la organización y funcionamiento de las instituciones creadas 
por la Constitución.  
 
2. Las que regulen el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales.  
 
3. Las que regulen la organización, competencias, facultades y funcionamiento de 
los gobiernos autónomos descentralizados.  
4. Las relativas al régimen de partidos políticos y al sistema electoral.  . 
 
La expedición, reforma, derogación e interpretación  de una ley orgánica conlleva a un nivel 
superior de exigencia en cuanto tiene que ver con el quórum requerido, esto es, la mayoría 
absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional, evidenciando aquí una diferencia  con la ley 




La clasificación las leyes orgánicas y ordinarias las realiza el legislador fundamentándose  en la 
jerarquía normativa, según lo que dispone en el artículo 133 de la Constitución de la República 
del Ecuador, tienen por objeto regular una materia específica, por lo que el ejemplo anterior de 
las denominadas Trole I y Trole II, son inadmisibles porque regulan varias materias. (Abarca 
Galeas, 2010, pág. 8) . Éstas leyes se diferencian en su forma de aprobación, porque las leyes 
orgánicas se aprueban con la mayoría absoluta, mientras que las leyes ordinarias se aprueban 
con mayoría simple, en el caso de ser contradictorias a la Constitución carecen de validez. 
(Llamazares Fernández, 2002, págs. 335,349) 
 
Otra diferencia es, que las leyes orgánicas son las que versan sobre determinadas materias 
prefijadas de antemano por la propia Constitución, mientras que las leyes ordinarias son todas 
las restantes. Tanto las leyes orgánicas como las ordinarias poseen el mismo rango de fuerza de 
ley, pero es importante indicar que una ley ordinaria no puede modificar a una ley orgánica.  
(López Guerra, Espín, García Morillo, Pérez Tremps, & Satrústegui, Derecho Constitucional 
Vol.I, El ordenamiento constitucional. Deberes y derechos de los ciudadanos, 2003, págs. 83-
85) 
 
Ley ordinaria.- Este tipo de ley no podrá modificar ni prevalecer sobre una orgánica y aunque 
no está dicho expresamente, las leyes ordinarias son generales o especiales. Constituyen el 
segundo escalón del orden jerárquico de las leyes de un Estado, la aprobación de las leyes 
ordinarias le corresponde a la Asamblea Nacional, por mayoría simple. Las leyes orgánicas 
fueron novedad del constituyente español de diciembre de 1.978. El artículo 133 de la 
Constitución de la República del Ecuador dice que las demás serán leyes ordinarias, que no 
podrán modificar ni prevalecer sobre una ley orgánica. Los códigos son, en principio, ley 
ordinaria; como ejemplo el Código Civil, que tiene un valor de fondo común de las restantes 




Leyes calificadas de urgencia económica.- Como ya he mencionado, los proyectos de ley 
calificados de urgentes en materia económica son una facultad discrecional del Presidente de la 
República, es decir, él puede iniciar proyectos de ley en materia económica, pero no 
necesariamente los puede calificar como urgentes. 
 
El presidente de la República podrá presentar a la Asamblea Nacional proyectos de ley en 
materia económica, y calificados por él como urgente, en quien recae el monopolio de 
categorizar de urgente un proyecto de ley, para que la Asamblea Nacional, deba aprobarlo, 
modificarlo o negarlo, el trámite para la presentación, discusión y aprobación de estos proyectos 
será el ordinario en sus etapas, pero es abreviado en tiempos, ya que, tendrán un plazo de treinta 
días para pronunciarse. 
 
El presidente de la República, no podrá enviar otro proyecto de ley calificado como urgente 
económico,  sino hasta cuando haya terminado el proceso legislativo del proyecto anterior, con 
lo mencionado, no quiere decir que el Presidente solo puede presentar un proyecto, sino que, él 
puede presentar algunos proyectos de ley en materia económica, pero de todos ellos solo uno 
podrá ser calificado Urgente. 
 
Registro oficial.- fue creado el 1 de julio de 1895, como un órgano de publicación de las leyes 
que regirían a nuestro país, por el General Eloy Alfaro, en ese entonces Jefe Supremo de la 
República, su creación consta en el Registro Oficial No. 1 del 1 de julio de 1895, emitido en la 











PROCEDIMIENTO APLICADO EN LA APROBACIÓN DE LA LEY 
DE FOMENTO AMBIENTAL Y OPTIMIZACIÓN DE INGRESOS DEL 
ESTADO 
 
3.1. Tratamiento aplicado a la Ley 
 
En este capítulo abordaré todo lo relacionado con el procedimiento que fue aplicado desde la 
iniciativa hasta la publicación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado, tomando en cuenta que, en el Capítulo II se desglosó y se realizó un análisis 
comparativo entre los países que conforman la Comunidad Andina de Naciones (CAN), 
referente a las etapas que se deben de seguir para la formación de leyes orgánicas, ordinarias y 
las leyes calificadas de urgencia en materia económica. 
 
La actual Constitución de la República del Ecuador, aprobada por el pueblo mediante 
referéndum del 28 de septiembre de 2008 y publicada en el Registro Oficial N° 449 del 20 de 
octubre del 2008, en el artículo 140 señala que: “la presidenta o presidente de la República 
puede enviar a la Asamblea Nacional proyectos de ley calificados de urgencia en materia 
económica”. En consecuencia la Asamblea tendrá facultad para aprobarlos, modificarlos o 
negarlos dentro de un plazo máximo de treinta días a partir de su recepción. La Carta Magna 
aclara que el trámite para la presentación, discusión y aprobación de estos proyectos será el 
ordinario, con excepción de los plazos anteriormente establecidos.  Si en el plazo señalado la 
Asamblea no aprueba, modifica o niega el proyecto calificado de urgente en materia económica, 
la presidenta o presidente de la República lo promulgará como decreto-ley y ordenará su 
publicación en el Registro Oficial. Es importante también resaltar, que este artículo autoriza a la 
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Asamblea Nacional el poder modificarla o derogarla, con sujeción al trámite ordinario previsto 
en la Constitución. 
 
3.1.1.  Iniciativa 
 
El proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, de 
conformidad con el artículo 134, numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador en 
concordancia con el artículo 54, numeral 2 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, fue 
presentado por iniciativa del economista Rafael Correa Delgado, presidente de la República, 
quien mediante oficio No.T.5975-SNJ-11-1347, de fecha 24 de octubre de 2011, dirigido al 
arquitecto Fernando Cordero Cueva, presidente de la Asamblea Nacional, remitió el proyecto 
de ley con su correspondiente exposición de motivos, mismo que fue calificado de urgente en 
materia económica, acogiéndose al  artículo 59 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y 
al artículo 140 de la Constitución de la República, para su conocimiento, discusión y 
aprobación. 
 
Es importante indicar que, el señor doctor Alexis Mera Giler, secretario Nacional Jurídico de 
la Presidencia de la República, remitió el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de Ingresos del Estado al señor Patricio Rivera Yánez, Ministro de Finanzas, a 
fin de que revise y dictamine sobre ella, fue importante su intervención, ya que, este proyecto 
de ley contenía reformas tributarias, por lo que, el Ministro de Finanzas  mediante oficio No. 
MF-CGJ-2011-1199, emitió un dictamen favorable manifestando que las reformas planteadas 
tenían como finalidad incorporar tributos y con ello generaba un efecto positivo para el 
presupuesto del Estado, este oficio fue incorporado al oficio con el que se envió el proyecto de 





Una vez recibido el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado, el señor presidente de la Asamblea Nacional mediante Memorando No. PAN-FC-
011-180 de fecha 24 de octubre de 2011, dirigido al señor doctor Andrés Segovia, secretario 
General de la Asamblea Nacional, envió el proyecto de ley en mención para que proceda con 
la difusión tanto a las y los asambleístas como a la ciudadanía en general a través del portal 
web; y, sea remitido al Consejo de Administración Legislativa, para que continúe con el 





Después de haber sido difundido el proyecto de ley, y de conformidad con el artículo 56 de la 
Ley Orgánica de la Función Legislativa, el Consejo de Administración Legislativa calificó y 
verificó los requisitos necesarios que debía cumplir el proyecto de Ley de Fomento Ambiental 
y Optimización de los Ingresos del Estado, adoptando por mayoría, en sesión 24 de octubre de 
2011, lo siguiente:  
 
Artículo 1.- CALIFICAR el proyecto de LEY DE FOMENTO AMBIENTAL Y 
OPTIMIZACIÓN DE LOS INGRESOS DEL ESTADO DEL ESTADO, 
presentado por el señor presidente de la República, Oficio No. T.5975-SNJ-11-
1347, recibido en la Asamblea Nacional el 24 de octubre de 2011; en virtud de 
que cumple con lo todos los requisitos señalados en el artículo 56 de la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa. 
 
Artículo 2.- El proyecto de ley referido en el artículo 1 de esta resolución, es de 
URGENCIA EN MATERIA ECONÓMICA y prioritario para el Ecuador; por 
lo tanto se remite a la Comisión Especializada del Régimen Económico y 
Tributario y su Regulación  y Control para el tratamiento constitucional y legal 
correspondiente. 
 
Artículo 3.- El secretario del Consejo de Administración Legislativa remitirá al 
Presidente de la Comisión Especializada del Régimen Económico y Tributario y 
su Regulación y Control, el proyecto de LEY DE FOMENTO AMBIENTAL Y 
OPTIMIZACION DE LOS INGRESOS DEL ESTADO para que se inicie el 




Dicha resolución, el señor secretario General de la Asamblea Nacional notificó al señor 
Francisco Velasco, presidente de la Comisión Especializada Permanente del Régimen 
Económico y Tributario y su Regulación y Control, mediante memorando No. SAN-2011-
1915, de fecha 24 de octubre de 2011, para que conforme lo dispone en el artículo 3 de la 




Cumpliendo con lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, la 
Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y 
Control, puso en conocimiento el proyecto de ley a las y los asambleítas y a la ciudadanía en 
general, a través de correos electrónicos y en el portal web de la Asamblea Nacional, ésta 
Comisión en el período 2009-2013 estaba integrada de la siguiente manera: 
 
Cuadro No. 2.- Integración de la Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico 
Tributario y su Regulación y Control 
NO. INTEGRANTES PARTIDO POLÍTICO 
1.- Francisco Velasco (PRESIDENTE) Alianza País (AP) 
2.- Juan Carlos Cassinelli 
(VICEPRESIDENTE) 
Alianza País(AP) 
3.- Viviana Bonilla Alianza País(AP) 
4.- Eduardo Encalada Izquierda Democrática(ID) 










NO. INTEGRANTES PARTIDO POLÍTICO 
5.- Zobeida Gudiño Alianza País(AP) 
6.- Salomón Fadúl Partido Social Cristiano (PSC) 
7.- Ramón Cedeño Movimiento Municipal para la 
Integridad Nacional (MMIN) 
8.- Sylvia Kon Partido Sociedad Patriótica 21 de enero 
(PSP) 
9.- Patricio Quevedo Partido Sociedad Patriótica 21 de enero 
(PSP) 
10.- Luis Noboa Partido Renovador Institucional Acción 
Nacional (PRIAN) 
11.- Ramiro Terán Movimiento Popular Democrático 
(MPD) 
      Fuente: Archivo de la Biblioteca de la Asamblea Nacional 
      Elaborado por: La autora 
 
3.1.3.1. Informe para primer debate. 
 
Puesto en conocimiento a las asambleístas, a los asambleístas y a la ciudadanía en general y de 
conformidad con el artículo 59 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, establece que a 
partir de la fecha de inicio del tratamiento del proyecto de ley, las comisiones especializadas 
tendrán diez días para presentar sus informes al presidente de la Asamblea Nacional y que: 
 
(…) se considera un plazo no menor a los cinco primeros días, para que las 
ciudadanas y los ciudadanos que tengan interés en la aprobación del proyecto de 
ley, o que consideren que sus derechos puedan ser afectados por su expedición, 






Por lo que, el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado y su informe para primer debate, fueron tratados y debatidos por la Comisión 
Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control, en 
algunas sesiones en las que varios ciudadanos acudieron a la comisión especializada, unos 
para expresar su preocupación y otras para realizar explicaciones sobre el proyecto de ley, 
mismos que a continuación se detalla: 
 
1.- En la sesión No. 108 realizada el día 24 de octubre de 2011, la Comisión recibió al 
economista Mauro Andino, en calidad de Director General Subrogante del Servicio de Rentas 
Internas, quien procedió con una explicación positiva sobre las reformas tributarias que 
contiene el proyecto de ley. 
 
2.-La Comisión Especializada recogió varias observaciones y comentarios realizados por las 
siguientes personas que asistieron a la sesión No. 109 realizada el 26 de octubre de 2011: 
economista Natalie Cely, Ministra Coordinadora de la Producción, Empleo y Competitividad, 
economista Mauro Andino, Director General Subrogante del Servicio de Rentas Internas, 
doctor Pablo Dávila, Presidente del Comité Empresarial Ecuatoriano, Presidente de la Cámara 
de Industrias y Producción y Presidente de la Federación de Industrias, quien acudió en 
representación de la Asociación de Plásticos, de la Asociación de Empresas Automotrices y de 
la Federación de Exportaciones, doctor Jorge Oviedo, Director de la Empresa Metropolitana 
de Gestión Integral de Residuos Sólidos, licenciado Blasco Peñaherrera, Presidente de la 
Cámara de Comercio de Quito; y, el economista Walter Spurrier, Representante de la 
Compañía Cervecera AMBEV del Ecuador.   
 
3.- La Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su 
Regulación y Control, en la sesión No. 110 de fecha 27 de octubre de 2011, debatió el 





4.- Para la sesión No.111, de fecha 1 de noviembre de 2011, a las 18h35, el Presidente de la 
Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y 
Control, convocó a las y los asambleístas integrantes de dicha Comisión para tratar el 
siguiente orden del día: “Votación del informe para primer debate del proyecto de Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado.”  
 
El 1 de noviembre de 2011, el presidente de la Comisión, solicitó que mediante secretaría 
verifique el quórum respectivo, a fin de instalar la sesión y proceder con la votación del 
informe para primer debate del proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado, por lo que, se procedió a tomar lista de tal manera que constató que no 
existía el quórum requerido para instalar la misma, encontrándose presente sólo los siguientes 
asambleístas: 
 
- Francisco Velasco (Presidente) 
- Viviana Bonilla  
- Eduardo Encalada 
- María Lorena Bravo (alterna del asambleístas Juan Carlos Cassinelli) 
- Henry Calipsa (alterno de la asambleísta Zobeida Gudiño) 
 
Transcurrido 5 minutos, el presidente de la Comisión volvió a solicitar que por secretaría  
constate el quórum, confirmando así sólo la presencia de los cincos asambleítas descritos 
anteriormente, por lo que, la inasistencia de las asambleístas y los asambleístas de oposición, 
impidió que la sesión convocada por el presidente de la Comisión se instale por falta de 
quórum, es por ello que, no se pudo aprobar el informe para primer debate del proyecto de 





3.1.3.2. Informe de minoría para primer debate del proyecto de ley presentado por asambleístas 
de oposición. 
 
Las asambleístas y los asambleístas que no asistieron a la sesión No. 111 de fecha 1 de 
noviembre de 2011, presentaron tanto al presidente de la Comisión Especializada, como al 
presidente de la Asamblea Nacional varios informes al proyecto de Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, contenidos en los oficios No. 293-AN-
BMPD-RTA, LKTQFB-001-11-2011, JLZAN-481-11-2011, de fecha 1 de noviembre de 
2011; y, KLTRQT-002-2011, de fecha 7 de noviembre de 2011, los cuales se tenían similitud 
en sus exposiciones, de los cuales a continuación transcribiré un extracto: 
 
1.- El proyecto de ley tiene como objetivo principal realizar cambios reformatorios a varias 
leyes existentes, por lo que el proyecto de Ley debía ser “Proyecto de ley reformatoria a la Ley 
de Régimen Tributario Interno, a la Ley Reformatoria para la Equidad Tributaria del Ecuador, 
al Código de Procedimiento Civil, a la Ley de Hidrocarburos y a la Ley de Minería” 
 
2.-  El artículo 136 de la Constitución manifiesta que, “Los proyectos de ley deben referirse a 
una sola materia”, por tanto, el proyecto de ley violenta esta norma constitucional, ya que si 
bien es en esencia tributario, tiene reformas a normas contenidas en el Código de 
Procedimiento Civil generando así una transitoria a este cuerpo legal, además concluye con 
dos disposiciones de la Ley de Hidrocarburos y otra a la Ley de Minería. 
3.- La finalidad de este proyecto de ley es “recaudar” pues en sus normas contenidas no hay 
redistribución del ingreso, porque proviene de un impuesto progresivo, es decir, mayor ingreso 
mayor pago, y sólo el impuesto a la renta es un impuesto progresivo. 
 




Artículo único.- en plena aplicación del artículo 140 de la Constitución de la 
República, el pleno de la Asamblea Nacional resuelve NEGAR el proyecto de Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, remitido por el 
señor presidente Constitucional de la República con carácter de urgencia en 
materia económica por no convenir a los intereses nacionales. 
 
El señor abogado José Antonio Arauz, secretario relator de la Comisión Especializada 
Permanente del Régimen Económico Tributario y su Regulación y Control, por disposición 
del presidente de la Comisión, mediante oficio No. CRET-653-2011, de fecha 8 de noviembre 
de 2011, puso en conocimiento del presidente de la Asamblea Nacional, que con fecha 31 de 
octubre de 2011, se convocó a los integrantes de la Comisión Especializada Permanente del 
Régimen Económico Tributario y su Regulación y Control a la sesión No.111 para el día 1 de 
noviembre de 2011, para tratar el orden del día: “Votación del informe para primer debate del 
proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado.” Dicha 
convocatoria que se adjuntó al oficio en mención. 
 
A su vez, se puso en conocimiento del presidente de la Asamblea Nacional la lista de las 
asambleístas y los asambleístas presentes y ausentes a la sesión, y por no haber existido el 
quórum requerido no se pudo instalar la sesión para aprobar el informe de primer debate de 
proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, conforme 
lo dispone la Ley Orgánica de la Función Legislativa en su artículo 59. 
3.1.3.3. Falta de informe de mayoría para primer debate. 
 
El artículo 60, párrafo 1, de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, establece que: “Las 
comisiones especializadas elevarán sus respectivos informes a conocimiento de la presidencia 
de  la Asamblea Nacional.(…) El primer debate se desarrollará previa convocatoria del 
presidente o presidenta de la Asamblea Nacional, en una sola sesión las y los asambleístas 
presentarán sus observaciones(…)”al respecto, por no existir informe de mayoría para el 




3.1.4. Propuesta de modificación del orden del día de la sesión 136 del Pleno de la Asamblea 
Nacional, del día 15 de noviembre de 2011 
 
Mediante Oficio No. 369-AN-FCM-PSP, de fecha 11 de noviembre de 2011, el asambleísta 
Fausto Cobo Montalvo, propuso modificar el orden del día de la sesión No.136 del Pleno de la 
Asamblea Nacional, del día 15 de noviembre de 2011, bajo los siguientes términos: 
 
Después del segundo punto del día, como segundo punto mismo ANÁLISIS Y 
RESOLUCIÓN SOBRE LA SITUACION ACTUAL Y FUTURA del proyecto de 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, enviado por 
el Ejecutivo a la Asamblea Nacional, con la calidad de urgente en materia 
económica.  
 
Esta propuesta de modificación del orden del día, fue presentada en virtud de las funciones y 
atribuciones del Pleno de la Asamblea Nacional, contempladas en el artículo 9, numeral 21, de 
la Ley Orgánica de la Función Legislativa, que dice: la Asamblea Nacional conocerá y 
resolverá todos los temas que pongan a su consideración mediante acuerdos o resoluciones. A 
la propuesta de modificación se adjuntó doce firmas de respaldo.  
 
3.1.4.1. Sesión No.136 del Pleno de la Asamblea Nacional. 
 
La sesión No. 136 del Pleno de la Asamblea Nacional, inició con 100 asambleístas presentes, 
dentro de este orden del día se pronunciaron, con 53 votos  afirmativos y 47 negativos sobre la 
moción presentada por el asambleísta Gilmar Gutiérrez, en base al siguiente tenor: “Negar el 
proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de   Ingresos del Estado, enviado por 
el Ejecutivo con carácter de económico urgente”, por tanto se aprobó la Resolución para negar 





La resolución adoptada por el Pleno de la Asamblea Nacional, mencionado en líneas                           
anteriores, se puso a conocimiento del Presidente de la República, quien durante el enlace              
ciudadano realizado el día 19 de noviembre de 2011, expresó que no reconocía de la eficacia 
de la negativa aprobada por mayoría simple, calificándola de ilegal que la oposición quiera 
archivar el proyecto de ley, ya que, las reformas tributarias planteadas dentro de proyecto de 
ley son positivas para todos los ciudadanos y anunciando que el jueves 24 de noviembre de 
2011, entrará en vigencia por mandato de la ley. (El Telégrafo, 2011). 
 
3.1.5. Información solicitada por la Presidencia de la República sobre el tratamiento dado al 
proyecto de  Ley calificado de urgente en materia económica. 
 
El señor secretario General Jurídico, mediante Oficio No. T.5975-SNJ-11-1450, de fecha 24 
de noviembre de 2011, solicitó al señor presidente de la Asamblea Nacional, que certifique lo 
siguiente: 
 
1. Si dentro del tratamiento del proyecto de Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, se dieron los debates que en el artículo 
137 de la Constitución de la República, como en los artículos 59 y 62 de la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa, se refieren.  
 
2. Si la Comisión Especializada presentó a la Presidencia de la Asamblea Nacional 
el informe  de mayoría y si se distribuyó  dicho informe a las y los asambleístas, 
conforme el artículo 60 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa lo señala. 
 
3. Si la Asamblea Nacional aprobó o modificó el proyecto de Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, conforme al artículo 140 
de la Constitución de la República, o en su defecto éste se archivó con el voto de 
mayoría absoluta conforme al artículo 60 de la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa. 
 
4. Si hubo alguna moción sobre la negación del proyecto de ley, con el voto de 
mayoría absoluta del Pleno de la Asamblea Nacional, conforme lo normado en 
el artículo 129 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 
 
En virtud de lo requerido por el señor secretario General Jurídico, el doctor Andrés Segovia, 
Secretario General de la Asamblea Nacional, mediante memorando No. SAN-2011-2249, de 
fecha 24 de noviembre de 2011, pidió a la Comisión Especializada Permanente del Régimen 
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Económico y Tributario y su Regulación y Control que certifique el estado del trámite 
relacionado al proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, 
el cual mediante memorando No. CRET-664-2011, de fecha 24 de noviembre de 2011, se da 
contestación a lo solicitado, y certifica lo siguiente: 
 
1. Con fecha 24 de octubre de 2011, mediante Memorando No. SAN-2011-1915, el              
señor Secretario General de la Asamblea Nacional, notifica a la Comisión                        
Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su 
Regulación y Control con la calificación e inicio del trámite del Proyecto de ley 
de Fomento           Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 
proyecto calificado como             urgente en materia económica para que se 
inicie su tratamiento de manera                           inmediata. 
 
2. Que dentro del trámite de aprobación de leyes calificadas de urgencia en 
materia                 económica, el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los                          Ingresos  del Estado, calificado como 
urgente en materia económica, el pleno de la          Comisión Especializada 
Permanente de Régimen Económico y Tributario y su           Regulación y 
Control de la Asamblea Nacional, a la presente fecha, no ha                   
aprobado, ningún informe de mayoría, con la mayoría absoluta de sus 
integrantes, para primer y segundo debate referente a dicho proyecto de ley 
para conocimiento del Pleno de la Asamblea Nacional. 
 
 
Revisado los ingresos de documentación a la Unidad de Gestión Documental como a la 
Unidad de Archivo-Biblioteca de la Asamblea Nacional desde el 24 de octubre al 24 de 
noviembre de 2011, no se había recibido ningún informe de mayoría aprobado tanto en 
primero como en segundo debate dentro de la Comisión Especializada Permanente del 
Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control, en relación al proyecto de Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado. 
 
De la información facilitada tanto de la Comisión Especializada Permanente del Régimen 
Económico y Tributario y su Regulación y Control como de las Unidades de Gestión 
Documental y Archivo-Biblioteca de la Asamblea Nacional, el señor doctor Andrés Segovia, 
secretario general de la Asamblea Nacional, mediante Oficio No. 1168, de fecha 24 de 
noviembre de 2011, certificó lo solicitado en el oficio No. T-5975-SNJ-11-1450, de fecha 24 
de noviembre de 2011, de la siguiente manera: 
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1. Que desde el 24 de octubre de 2011 hasta el 23 de noviembre de 2011, no se ha 
instalado sesión para tratar, en primer debate ningún informe de mayoría del 
proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado, calificado de urgencia económica, ni se ha instalado sesión para tratar el 
segundo debate del proyecto de ley en mención. 
 
2. De la certificación emitida por el secretario relator, la Comisión Especializada 
Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control no 
ha ingresado informe de mayoría, ni para primer debate, ni para segundo debate 
sobre el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado, calificado de urgencia en materia económica. 
 
3. De la revisión de los archivos de la Secretaría General se evidencia que el Pleno 
de la Asamblea Nacional no aprobó, modificó o archivó el proyecto de Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, calificado de 
urgencia en materia económica. 
 
4. De la revisión de los archivos de la Secretaria General, no consta que el Pleno de 
la Asamblea Nacional haya aprobado con mayoría absoluta de sus integrantes, 
una moción que niegue el informe de mayoría del proyecto de Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, calificado de urgencia en 
materia económica. 
 
Con la certificación mencionada se dejó constancia que, dentro de la Comisión Especializada 
Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control, prácticamente 
no se inició ningún trámite, mucho menos hubo un informe de mayoría para el primer debate 
del proyecto de ley en mención, a sabiendas de que, ésta es una de las etapas importantes 
dentro del procedimiento de formación de leyes, y a conocimiento de todos se ha visto que se 
ha omitido lo que determina la normativa suprema. 
 
3.1.6. Promulgación y publicación 
 
El Presidente de la República, mediante oficio No. T.5975-SNJ-11-1449, de fecha 24 de                  
noviembre de 2011, dirigido al ingeniero Hugo Enrique Del Pozo Barrenzueta, director del 
Registro Oficial, puso en conocimiento que el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de Ingresos del Estado, calificado de urgente en materia económica, fue                
enviado a la Asamblea Nacional, para que se proceda con su respectivo trámite, pero la                   
Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y  
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Control, no presentó el informe  de mayoría para el primer debate; y, la moción con la que se 
negó el proyecto de ley no fue aprobada por mayoría absoluta,  por lo que promulgócomo 
decreto-ley a la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, y por ello 
solicitó su publicación en el Registro Oficial.  
 
3.2. Acción pública de inconstitucionalidad en contra de la Ley de Fomento Ambiental 
y          Optimización de Ingresos del Estado.  
 
La Corte Constitucional siendo el máximo órgano de control, interpretación 
constitucional y de administración de justicia en esta materia, conocerá y resolverá las 
acciones públicas de inconstitucionalidad, tanto de fondo como de forma y de oficio 
podrá declarar la inconstitucionalidad de normas que sean contrarias a lo que establece la 
norma suprema.                   
 
Así mismo, el artículo 75, numeral 1, literal c, de la Ley Orgánica de Garantías y Control                  
Constitucional dice: “(…) la Corte Constitucional será competente para: 1.- Resolver las               
acciones de inconstitucionalidad en contra de: c) Leyes, decretos leyes de urgencia 
económica y demás normas con fuerza de ley”. 
 
El artículo 77, de la Ley Orgánica de Garantías y Control Constitucional, en concordancia 
con el  artículo 439 de la Constitución de la República, señala que cualquier persona ya 
sea de manera individual o colectiva, podrá presentar demandas de inconstitucionalidad. 
 
 Por tanto y luego de la publicación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de               
Ingresos del Estado, hubo inconformidad por parte de varios ciudadanos, incluidos 
algunos asambleístas, quienes acogiéndose en los artículos antes citados, de manera 
inmediata presentaron demandas de inconstitucionalidad en contra de la supracitada Ley, 
ante la Corte Constitucional, para con ello impedir la vigencia de las reformas tributarias 
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(El Telégrafo, 2011). 
 
Los principales casos a través de los cuales se demandó la inconstitucionalidad de la “Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado ante la Corte 
Constitucional”, se presentan en la siguiente tabla. 
 
Tabla 1: Demandas presentadas a la Corte Constitucional a la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
los  Ingresos del Estado 
 
CASO ACTOR DEMANDADO RESUMEN INGRESO 
0063-11-
IN 
Eduardo Peña                       
Hurtado, 
representante de la 
Cámara de 
Comercio   de 
Guayaquil 
Econ. Rafael Correa 
Delgado, Presidente 
de la República 
 
Acción pública de inconstitucionalidad 
de actos normativos, mediante la cual el 
señor Eduardo Peña Hurtado, presidente 
de la Cámara de Comercio de 
Guayaquil, solicita se declare la 
inconstitucionalidad de la denominada 
Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, 
publicada en el suplemento del registro 
oficial Nro. 583, de jueves 24 de 







Presidente de la                      
Federación de 
Cámaras  de 
Industrias del 
Ecuador 
Econ. Rafael Correa 
Delgado, Presidente 
de la República 
 
Acción pública de inconstitucionalidad 
de actos normativos, mediante la cual el 
señor Pablo Dávila Jaramillo, Presidente 
de la Federación Nacional de Cámaras 
de Industrias del Ecuador, solicita se 
declare la inconstitucionalidad por el 
fondo y la forma de la denominada Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización 
de los Ingresos del Estado, publicada en 
el suplemento del registro oficial nro. 








Presidente de la           
Cámara de 
Comercio de Quito 
Econ. Rafael Correa 
Delgado, Presidente 
de la República 
 
Acción pública de inconstitucionalidad 
de actos normativos, mediante la cual el 
señor Blasco René Peñaherrera Solah, 
Presidente de la Cámara de Comercio de 
Quito, solicita se declare la 
inconstitucionalidad por el fondo y la 
forma de la denominada Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de 
los Ingresos del Estado, publicada en el 
suplemento del registro oficial nro. 583, 
de jueves 24 de noviembre del 2011. 
 
28/11/2011 
   Fuente: Corte Constitucional del Ecuador, 2014 














Presidente        de 
la República 
 
Acción pública de 
inconstitucionalidad de actos 
normativos, mediante la cual el 
señor Fausto Gilmar Gutiérrez 
Borbúa, solicita se declare la 
inconstitucionalidad de la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización 
de los Ingresos del Estado, publicado 
en el suplemento del registro oficial 




 Fuente: Corte Constitucional del Ecuador, 2014 
 Elaborado por: La Autora 
 
 
3.3. Consultas remitidas a la Corte Constitucional sobre la constitucionalidad de las 
disposiciones contenidas en la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos 
del Estado. 
 
Cabe acotar, que además de demandas de inconstitucionalidad presentadas ante la Corte             
Constitucional, existen también consultas remitidas por otros órganos del Estado, con la                 
finalidad de que la Corte Constitucional se pronuncie sobre la constitucionalidad de varias             
disposiciones transitorias contenidas en la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los                  
Ingresos del Estado, a pesar de que este tema de estudio sea de forma de la ley en                       
mención, y las consultas sean de fondo, no está demás hablar de estos casos que se encuentran 










Tabla 2: Consultas remitidas a la Corte Constitucional sobre la Ley objeto de análisis 
CASO RESUMEN ACTOR INGRESO 
0608-14-EP 
Acción extraordinaria de protección, presentada por César 
Alfonso Oswaldo Santos Burbano, por sus propios 
derechos, en contra del auto de 5 de diciembre del 2011, 
dictado por el Juzgado Décimo Primero de lo Civil de 
Pichincha, dentro del Juicio de Excepción a la coactiva 
Nro. 269-2006, seguido en contra del Juez de Coactivas 
de la Agencia de Garantías de depósitos, AGD y 
Bancomex S.A., mediante el cual se resolvió declarar 
concluido el juicio y se dispuso su archivo, en razón de no 
haberse dado cumplimiento a la disposición transitoria 
cuarta y décima de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, es decir con la 








Acción extraordinaria de protección, presentada por César 
Alfonso Oswaldo Santos Burbano, por sus propios 
derechos, en contra del auto de 5 de diciembre del 2011, 
dictado por el Juzgado Décimo Primero de lo Civil de 
Pichincha, dentro del Juicio de Excepción a la coactiva 
Nro. 269-2006, seguido en contra del Juez de Coactivas 
de la Agencia de Garantías de Depósitos, AGD Y 
Bancomex S.A., mediante el cual se resolvió declarar 
concluido el juicio y se dispuso su archivo, en razón de no 
haberse dado cumplimiento a la disposición transitoria 
cuarta y decima de la Ley De Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, Es decir con la 









Consulta remitida por la Quinta Sala del Tribunal de lo 
Contencioso Tributario Nro. 1, a fin de que la Corte 
Constitucional se pronuncie sobre la constitucionalidad de 
la disposición transitoria novena y décima de la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado para el cobro eficiente de las acreencias del estado, 
publicada en el Registro Oficial Nro. 583 de 24 de 
noviembre del 2011, dentro del Juicio Especial 
Excepciones Nro. 17505-2003-20534, seguida por el 
señor Vicente Guido Fabián Sánchez Caicedo, en contra 







Lucero, Jueces de 
la Quinta Sala del 
Tribunal Distrital 
de lo Contencioso 












CASO RESUMEN ACTOR INGRESO 
0076-14-
CN 
Consulta remitida por la Quinta Sala del Tribunal de lo 
Contencioso Tributario Nro. 1, a fin de que la Corte 
Constitucional se pronuncie sobre la constitucionalidad 
de la disposición transitoria novena y décima de la Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado para el cobro eficiente de las acreencias del 
estado, publicada en el Registro Oficial Nro. 583 de 24 
de noviembre del 2011, dentro del Juicio Especial 
Excepciones Nro.17505-2010-0029, seguido por el señor 
Jaime Jorge Ramón Gallegos, en contra del Director 







Lucero, Jueces de 
la Quinta Sala del 
Tribunal Distrital 
de lo Contencioso 




Consulta remitida por la Quinta Sala del Tribunal de lo 
Contencioso Tributario Nro. 1, a fin de que la Corte 
Constitucional se pronuncie sobre la constitucionalidad 
de la disposición transitoria novena y décima de la Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado para el cobro eficiente de las acreencias del 
estado, publicada en el Registro Oficial Nro. 583 de 24 
de noviembre del 2011, dentro del Juicio Especial 
Excepciones Nro. 17505-2008-25929, seguido por el 
señor Alfonso Calderón Cevallos, en contra del Director 







Lucero, Jueces de 
la Quinta Sala del 
Tribunal Distrital 
de lo Contencioso 
Tributario Nro. 1   
4/17/2014 
Fuente: Corte Constitucional del Ecuador, 2014 
Elaborado por: La Autora 
 
 
3.4. Proyecto de  Ley Reformatoria a la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
los Ingresos del Estado 
 
Meses después de la publicación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los                  
Ingresos del Estado, y en vista de las demandas de inconstitucionalidad presentadas ante la 
Corte Constitucional que se han acumulado, otros asambleístas optaron por presentar ante el 
Pleno de la Asamblea el proyecto de Ley Reformatoria a la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de Ingresos del Estado.  
 
Mediante memorando interno No. AN-GL-2011-2149, de fecha 24 de noviembre de 2011, y  
el Oficio No. 1243-LOVV-11, de fecha 25 de noviembre de 2011, los asambleístas Galo Lara 
y Leonardo Viteri, respectivamente, presentaron cada uno, un proyecto de Ley Reformatoria a 
la Ley de Fomento Ambiental y  Optimización de los Ingresos del Estado, acogiéndose al 
86 
 
artículo 54, numeral 1, de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, que dice: “La iniciativa 
para presentar proyectos de ley le corresponde: 1.- A las asambleístas y los asambleítas que 
integran la Asamblea Nacional, con el apoyo de la bancada legislativa, o de al menos el cinco 
por ciento de sus  miembros”. 
 
Mismos proyectos de ley, que desde la secretaría de la Asamblea Nacional, fueron remitidos 
con su respectiva calificación a la Comisión Especializada del Desarrollo Económico, 
Productivo y la Microempresa, por ser de gran importancia de inicio el trámite de elaboración 
del informe para primer debate.  
 
Por lo que la Comisión encargada, comenzó con el trámite respectivo; el informe para el               
primer debate de los proyectos de ley, fueron tratados, debatidos y aprobados. Dentro del                  
informe se da a conocer que no existen fundamentos legales, sociales, culturales y 
ambientales, por esto la Comisión emite un informe desfavorable sobre los proyectos de Ley 
Reformatoria a   la Ley de Fomento Ambiental y  Optimización de los Ingresos del Estado, 
con recomendación a archivo de los proyectos en mención. 
 
Los proyectos de reformatoria a la Ley de Fomento Ambiental y  Optimización de Ingresos 
del Estado, ingresados y puestos en conocimiento del Pleno de la Asamblea Nacional, se 











      Tabla 3: Proyectos de reformatoria a la Ley presentados en la Asamblea Nacional 
  
No. TRÁMITE PROPONENTE NOMBRE DEL PROYECTO INGRESO 
87211 Asambleísta Galo Lara 
Proyecto de Ley Reformatoria 
a la Ley de Fomento Ambiental 
y Optimización de los Ingresos 
del Estado 
24 de noviembre de 
2011 
87434 Asambleísta Leonardo Viteri 
Proyecto de Ley Reformatoria 
a la Ley de Fomento Ambiental 
y Optimización de los Ingresos 
del Estado, publicada en el 
suplemento del Registro Oficial 
No.583 de fecha 24 de 
noviembre de 2011 
25 de noviembre de 
2011 
        Fuente: Corte Constitucional del Ecuador, 2014 


















VICIOS CONSTITUCIONALES IDENTIFICADOS EN EL                                  
PROCEDIMIENTO APLICADO PARA LA PROMULGACIÓN DE LA           
LEY DE FOMENTO AMBIENTAL Y OPTIMIZACIÓN DE LOS                      




En el Capítulo II y III del trabajo de titulación se abordó el marco teórico  y el procedimiento 
aplicado en la aprobación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado, respectivamente; en este escenario, se describió lo que en derecho corresponde  
ejecutar en la aprobación de una ley versus lo que realmente se hizo. Con este antecedente, en 
el presente capítulo, se efectuará un análisis para identificar si existen  vicios constitucionales 
de forma, para ello, se utilizará como plataforma crítica las etapas del procedimiento que dio 
origen a la promulgación de la Ley supracitada. 
 
Es de suma importancia también sustentar este análisis en las demandas de 
inconstitucionalidad presentadas a la Corte de Constitucional por varias personas de la 
sociedad civil, entre ellos: Gilmar Gutiérrez,  Blasco Peñaherrera, Pablo Jaramillo y Eduardo 
Peña, cuyas demandas recogen articulados específicos de la normativa vigente a través de las 







  Cuadro3: Demandas y articulados en que se fundamentan la inconstitucionalidad 
Caso Actor Constitución de la República 
Ley Orgánica de 
la Función 
Legislativa 









Caso Actor Constitución de la República 






Presidente de la           
Cámara de Comercio 
de Quito 









Jaramillo,  Presidente 
de la                      
Federación de 
Cámaras  de 
Industrias del Ecuador 
artículo 120, artículo 301, 
artículo 1, artículo 136, 






Eduardo Peña                       
Hurtado, 
representante de la 
Cámara de Comercio   
de Guayaquil 
artículo 140, artículo 133, 
artículo136, artículo 82, 
artículo  75 
  
          Fuente: Corte Constitucional, 2014 
          Elaborado por: La Autora 
 
4.2. Discusión del análisis al procedimiento 
 
Los anteproyectos deben reunir ciertas condiciones formales, las cuales ya se han mencionado 






4.2.1. Una sola materia 
 
Esto es, que todo proyecto de ley debe hacer referencia a una sola materia, ya que, la norma 
suprema prohíbe que se presenten proyectos de ley que dentro de un mismo se modifiquen a 
varios cuerpos vigentes que no tengan conexión. Oyarte (2005) pone como ejemplo las 
denominadas Trole I y II; la Trole II, fue iniciada por el Presidente de la República, a la que la 
calificó de urgencia en materia económica, sin importar lo que establece la Constitución, ya 
que sólo permite calificarlo como urgencia económica a un proyecto de ley a la vez. Lo que 
como consecuencia acarrea una eventual declaratoria de inconstitucionalidad formal. (Oyarte 
Martínez, Curso de Derecho Constitucional Tomo II, La Función Legislativa, 2005, págs. 
104,105) 
 
4.2.2. Exposición de motivos 
 
Cuando se presenta un proyecto de ley, es necesario presentar adjunto la exposición de 
motivos en la que se debe indicar la necesidad de aprobar el proyecto de ley y los fines que se 
busca lograr, lo cual servirá en el debate legislativo del proyecto y para la interpretación de la 
ley en el momento de que entre en vigencia. Aquí en la práctica, la exposición de motivos es 
considerado como un requisito formal para la presentación de los proyectos de ley. (Oyarte 
Martínez, Curso de Derecho Constitucional Tomo II, La Función Legislativa, 2005, pág. 106) 
 
4.2.3. La forma del proyecto 
 
Se distinguen dos formas de presentación de un proyecto de ley las cuales son: la exposición 
de una idea de legislar y la creación de un proyecto articulado, pues bien, con la primera forma 
de presentación, es sólo una matriz que se presenta al legislador para que el haga el trabajo de 
convertirle en texto articulado. En cambio la segunda forma se presenta el texto articulado 
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realizado por el interesado, quien desea que se apruebe tal como se presenta, en la práctica la 
mayoría de proyectos de ley se han presentado de la segunda forma. (Oyarte Martínez, Curso 
de Derecho Constitucional Tomo II, La Función Legislativa, 2005, págs. 106,107) 
 
4.2.4. Urgencia económica 
 
La urgencia económica, procura el bienestar de los ciudadanos con la distribución de la 
riqueza que existe en el Estado, por tanto, a manera de ejemplo, los proyectos de ley en 
materia económica serán aquellos que normen la contaminación vehicular, la materia 
tributaria, entre otros, ya se ha mencionado que la  Constitución de la República del Ecuador y 
la Ley Orgánica de la Función Legislativa reconocen la posibilidad de calificar proyectos de 
ley como de “urgencia económica”, se entiende que es factible sobre los casos que se refieren 
exclusivamente a materia económica, pero dentro del marco ejecutivo se puede incluir 
cualquier tipo de materia, sin limitación alguna, tomando en cuenta que el Presidente no puede 
enviar otro proyecto de ley calificado de urgencia en materia económica sino hasta cuando 
haya terminado el proceso legislativo del proyecto anterior. Su trámite será el ordinario con la 
diferencia del plazo que se establece en la Constitución. 
 
A la luz del articulado de la Constitución del Estado y la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa invocado por los demandantes, a continuación se desarrolla el análisis crítico sobre 
las etapas del procedimiento aplicado en la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y 




La Norma Suprema, según el articulado 134, el cual hace referencia a quienes tienen la 
iniciativa para presentar proyectos de ley, en el numeral 2, le da la facultad al Presidente de la 
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República del Ecuador, para que pueda presentar proyectos de ley ante la Asamblea Nacional; 
en el artículo 135, le faculta a mandatario para que de manera “exclusiva” pueda presentar  
proyectos de ley que creen, modifiquen o supriman impuestos; y, por último el artículo 140 le 
faculta al mandatario para que pueda presentar proyectos de ley calificados de urgencia en 
materia económica. Cabe indicar, que según el artículo 136, de la Carta Magna, establece: 
 
Los proyectos de Ley deberán  referirse a una sola materia y serán presentados a 
la Presidenta o Presidente de la Asamblea Nacional con la suficiente exposición 
de motivos, el articulado que se proponga y la expresión de los artículos de la 
nueva Ley que se derogarían o se reformarían. Si el proyecto no reúne los 
requisitos no se tramitará. 
 
4.3.1. Violación al artículo 136 de la Constitución de la República (una sola materia) 
 
El principio de “unidad de materia”, en la formulación de los proyectos de ley, invocado a 
través del artículo 136 de la Constitución, reviste especial importancia, por lo que se hace 
necesario profundizar en su alcance. 
Según Suárez (2001), al referirse al principio supracitado, establece que la unidad 
de materia facilita el trabajo ordenado del órgano legislativo, al tratar un tema 
específico formulado en una ley, de esta forma se garantiza un producto final 
coherente, facilitando su cumplimiento, otorgando seguridad jurídica en su 
tratamiento.(Pesántes Sáenz, 2013, pág. 51) 
 
La Corte Constitucional en el Período de Transición, sobre la unidad de materia en la 
Sentencia No. 002-11-SIN-CC de fecha 21 de junio de 2011, dice lo siguiente: 
 
Así, el principio de unidad de materia efectivamente exige que las normas deban 
referirse a un solo tema a la vez. Este principio pretende no solo que los debates 
legislativos sean ordenados y transparentes, en la medida en que evita que los 
asambleístas introduzcan temas que carecen de relación con el asunto 
globalmente debatido, además asegura que el cuerpo de leyes aprobadas tenga 
una mínima lógica y coherencia, facilitando la consulta por la ciudadanía, 
debido a que cada ley deberá referirse exclusivamente a un tema que deberá 
corresponder a su título. El principio de unidad de materia desempeña un papel 
importante en la racionalización y transparencia del debate legislativo, así como 
en la coherencia interna de su producto: las leyes (…).(Acción Pública de 
Inconstitucionalidad de actos normativos, mediante el cual solicita se declare la 
inconstitucionalidad de varias normas de ley del Sistema Nacional de Registro de 
Datos Públicos, 2010) 
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En la sentencia referida, claramente se relaciona el principio de “unidad de materia” con el 
“debate parlamentario”, como garantía para su racionalización, que a su vez facilita la consulta 
ciudadana al texto de la ley. 
 
Por lo que, el proyecto de Ley violentaba la norma suprema, pues si bien es en esencia 
tributario, tiene como contenido reformas relacionadas a otras materias distintas, el proyecto 
reforma a través de disposiciones  artículos contenidos en el Código de Procedimiento Civil y 
genera una transitoria a este cuerpo legal, violentando incluso el principio jurídico de 
irretroactividad de la Ley. A manera de ejemplo a continuación transcribiré las disposiciones 
que reforma el Código en mención, para tener conocimiento de lo que se trata, pero no 
ahondaré en este tema, ya que, nuestro tema de estudio es de forma y no de fondo. 
 
DISPOSICIONES PARA EL COBRO EFICIENTE DE LAS ACREENCIAS DEL 
ESTADO 
 
Primera: Agréguese en el artículo 457 del Código de Procedimiento Civil, el 
siguiente inciso: 
 
“En los procesos de remate que se lleven a cabo en la jurisdicción coactiva, los 
postores deberán ser calificados con 15 días de anticipación a la realización del 
remate, en base a la solvencia económica y experiencia en el negocio. Además de 
que se podrá aceptar posturas en las cuales se fijen a plazos de hasta ocho años 
para el caso de bienes inmuebles y de tres para los bienes muebles, siempre y 
cuando se ofrezca el pago de, por lo menos, el interés legal, pagadero por 
anualidades adelantadas y que el capital se pague anualmente en cuotas iguales 
durante el plazo.” 
 
Segunda: Sustitúyanse del artículo 458 del Código de Procedimiento Civil, las 
palabras: “las catorce horas hasta las dieciocho horas”, por “las trece horas hasta 
las diecisiete horas”. 
 
Tercera: Agréguese al final del artículo 942 del Código de Procedimiento Civil, el 
siguiente texto: 
 
“Los servidores o servidoras recaudadores mencionados en este artículo tendrán la 
calidad de Jueces Especiales, denominándoselos Jueces de Coactiva.” 
 
Cuarta: Sustitúyase el primer y tercer inciso del artículo 968 del Código de 





“Serán admisibles las excepciones que se deduzcan en juicio coactivo.” 
 
“Para que el trámite de las excepciones suspenda la ejecución coactiva, será 
necesaria la consignación de la cantidad a que asciende la deuda, sus intereses y 
costas, aún en el caso de que dichas excepciones propuestas versaren sobre 
falsificación de documentos o sobre prescripción de la acción.” 
 
Quinta: Elimínese el segundo inciso del artículo 969 del Código de Procedimiento 
Civil. 
 
Sexta: Sustitúyase el artículo 971 del Código de Procedimiento Civil, por el 
siguiente texto: 
 
“Si el deudor no acompaña a su escrito de excepciones la prueba de consignación, 
no se suspenderá el procedimiento coactivo y el juicio de excepciones seguirá de 
esa forma.” 
 
Séptima: Agréguese al final del artículo 976 del Código de Procedimiento Civil, el 
siguiente texto: 
 
“De no haberse suspendido la ejecución coactiva, la sentencia ordenará la 
cancelación del procedimiento coactivo, o la reparación integral al actor, de haber 
concluido aquel.” 
 
Octava: Agréguese al final del artículo 977 del Código de Procedimiento Civil, el 
siguiente texto: 
 
“La apelación se concederá en el efecto devolutivo.” 
 
Novena: Sustitúyase el artículo 978 del Código de Procedimiento Civil, por el 
siguiente texto: 
 
“Art. 978.- Si el juicio en que se discuten las excepciones, se suspendiere por 
treinta días hábiles o el actor no presenta ningún escrito o petición durante este 
plazo, antes de la sentencia de primera o segunda instancia, de tribunales 
contenciosos administrativos o de casación, el juicio quedará terminado a favor de 
la institución acreedora o de quien sus derechos represente.” 
 
Décima: Agréguese al Código de Procedimiento Civil, la siguiente Disposición 
Transitoria: 
 
“Disposición Transitoria: De conformidad con lo establecido en el Art. 968 inciso 
tercero del Código de Procedimiento Civil, en aquellas demandas o juicios de 
excepciones presentados con anterioridad a la vigencia de este reforma, se da un 
plazo improrrogable e inmediato de 10 días para que los deudores, sus herederos, 
fiadores o más obligados, cumplan en consignar el dinero que hace referencia el 
Art. 968 inciso tercero del Código de Procedimiento Civil, sin que en ningún caso, 
esta disposición sea motivo para declarar nulidad procesal, presentar recurso o 
acción alguna. 
 
Cumplido el plazo establecido en la disposición transitoria anterior, se les otorga a 
los Juzgadores o Juzgadoras de primera o segunda instancia, Tribunales 
Contenciosos Administrativos o de casación, el término de veinticuatro horas 
improrrogables, para ordenar la conclusión, que se oficie al Juzgado de Coactiva y 
se disponga el archivo del proceso; y, en el mismo término de veinticuatro horas 
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las Secretarias y Secretarios, para notificar lo resuelto al funcionario competente 
de la Institución de origen (Juzgado de Coactiva) y archivar el proceso. 
 
Los Juzgadores o Juzgadoras de los distintos niveles, Secretarias y Secretarios, que 
no cumplan con las obligaciones contenidas en esta disposición serán 
inmediatamente destituidos de sus funciones por el Consejo Nacional de la 
Judicatura. 
 
Esta reforma al Código de Procedimiento Civil, será aplicable para todas las leyes 
que contienen normativa en materia de coactiva e incluso en los procesos que se 




Por tanto, el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado enviado por el Presidente de la República, viola el artículo 136 de la Constitución de la 
República, ya que, a pesar de ser una ley en materia tributaria dentro de ésta reforma leyes de 
otras materias, puesto que, el cuerpo del paquete tributario contenía 27 artículos, dentro de los 
cuales se agregaban 2 capítulos: el de impuesto ambiental a la contaminación con 11 artículos 
y el de impuesto redimible a las botellas plásticas no retornables con 9 artículos dentro de la 
Ley de Régimen Tributario Interno. Adicionalmente, hay 1 disposición general, 3 
disposiciones transitorias, 10 disposiciones para el cobro eficiente de las acreencias del 
Estado, 2 disposiciones reformatorias, 1 a la Ley de Hidrocarburos y otra  a la Ley de Minería, 
las dos tienen que ver con la participación en las utilidades de los trabajadores que tendrían el 
3%, mientras el 12% sería para el Estado y los Gobiernos Autónomos Descentralizados. Por 
tanto este proyecto debía ser rechazado y devuelto, para que el presidente de la República lo 
reforme, ya que, contradice la norma constitucional y dando como resultado una 









4.3.2. Violación al artículo 136 de la Constitución de la República (exposición de 
motivos) 
 
La exposición de motivos, se define como el texto no normativo que se coloca frente a un 
proyecto de ley, el cual contendrá la suficiente explicación de lo que contiene dicho proyecto, 
además las razones que ha movido al autor para proponer su legislación en cierta materia y 
fundamentos de la misma. (Definición.org). Si bien es cierto que en la exposición de motivos 
presentado adjunto al proyecto de (Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos 
del Estado, 2011, págs. 4,5) se enfoca al avance del sistema de producción que debe garantizar 
una rentabilidad financiera de las empresas y el beneficio social para brindar una mejor 
calidad de vida a los ciudadanos, ya que, de una u otra forma tenemos responsabilidad 
ambiental, lo que se recaude, debe ser destinado no sólo a proyectos de educación, salud y 
también al desarrollo territorial, es importante entonces, tener clara la finalidad y el destino del 
dinero que se recaude con la promulgación de esta ley. 
 
El doctor Andrés Segovia, en su obra “Nociones de Técnica Legislativa”, respecto a la 
exposición de motivos que debe contener un proyecto de ley, dice: 
 
En la práctica parlamentaria  ecuatoriana  no existe precisión sobre el alcance 
de la exposición de motivos. La resolución española sugiere que esta parte 
importante del proyecto de ley describa el objeto y la finalidad de la ley, 
antecedentes, competencias y fundamentos necesarios que amparen la parte 
dispositiva, además considera necesario incorporar toda información 
recopilada por actores externos, consultas, seminarios, reuniones, charlas o 
similares. En esta parte se sugiere evitar cualquier tipo de redacción ajena al 
proyecto de ley, tales como exhortaciones, declaraciones, entre otras. También 
recomienda incorporar un resumen del proyecto de ley, sin que ello signifique 
una transcripción de los textos de los artículos.(Segovia Salcedo, 2013, pág. 41) 
 
Por ende, el artículo 136 de la Constitución de la República, establece que la exposición de 
motivos debe ser clara y precisa, caso contrario no se dará trámite, en la exposición de 
motivos del proyecto de  Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los ingresos del 
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Estado, señala lo siguiente: 
 
El Estado tiene la competencia de establecer las políticas públicas respecto a los 
recursos minerales e hidrocarburíferos, sin embargo, con las leyes actuales de 
Hidrocarburos y Minería, el estado se encuentra con cierta limitación en ejercer 
dicha competencia, ya que los Gobierno Seccionales Autónomos son los que 
deciden sobre los proyectos de inversión social que se realizarán en virtud del 
porcentaje que el Estado recibe por las utilidades que generan las actividades 
hidrocarburíferas y mineras; excluyendo de esta manera a la iniciativa del 
Estado. Por otra parte, también resulta necesario que el dinero no sólo se destine 
a proyectos de educación y salud, sino también al desarrollo territorial.(R.O. 
Suplemento No. 583 Ley de Fomento Ambiental y Optmización de los Ingresos del 
Estado, 2011) 
 
El abogado Rodrigo Pesántes (2013), en su trabajo de titulación para abogado, al respecto 
señala que: 
 
 (…) se pretende obtener otro tipo de ingreso al utilizar a los trabajadores 
vinculados a esta actividad y descontarles un gran porcentaje de sus utilidades 
(…). Este ingreso, de conformidad con la norma, será destinado para proyectos 
de inversión y desarrollo territorial en las áreas donde se lleve a cabo dicha 
actividad. El Estado sostiene que toda esta recaudación de dinero proveniente de 
los impuestos generados por la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado, no sólo se destinará a proyectos de educación y salud, sino 
también al desarrollo territorial de las comunidades afectadas por dichas 
actividades extractivas.(Pesántes Sáenz, La inconstitucionalidad formal de la ley de 
fomento ambiental y optimización de los ingresos del Estado y, de fondo en lo 




De lo citado referente a las políticas públicas sobre los recursos minerales e hibrocarburíferos, 
se evidencia que se está haciendo una pre asignación presupuestaria y según el artículo 298 de 
la Constitución, las pre asignaciones presupuestarias son destinadas a los gobiernos autónomos 
descentralizados, a salud, a educación, a educación superior, a la investigación, ciencia e 
innovación, por tanto, no hace referencia al desarrollo territorial de las comunidades afectadas 
por las actividades extractivas, siendo esta una pre asignación presupuestaria no contemplada 
en nuestra Carta Magna, por lo que la exposición de motivos de la Ley de Fomento Ambiental 
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y Optimización de los Ingresos del Estado, no es clara respecto a las pre asignaciones 
presupuestarias, lo que estaría contradiciendo el requisito fundamental de los proyectos de ley 




Como ya se mencionó anteriormente, de conformidad con los artículo 56 de la Ley Orgánica 
de la Función Legislativa, el Consejo de Administración Legislativa tiene la facultad de 
calificar los proyectos de ley que son remitidos por el mandatario, y para ello se debe tomar en 
cuenta lo siguiente: se debe referir a una sola materia, tener adjunto la exposición de motivos 
de manera clara y precisa, el articulado del proyecto de ley, y demás requisitos que establece 
sobre la iniciativa; cumpliendo con todo lo señalado, se procederá con la calificación la cual 
deberá ser con la mayoría absoluta de los miembros del Consejo de Administración 
Legislativa, una vez calificado se establecerá la prioridad y se designará la comisión quien 
deberá tramitarla, inmediatamente el secretario del Consejo de Administración Legislativa 
remitirá el proyecto de ley con su respectiva resolución al presidente de la Comisión 
Especializada designada, quien tomando en cuenta la fecha de inicio al trámite deberá 
proceder con el análisis y elaboración del informe para el primer debate.  
 
El proyecto de ley una vez difundido, y de conformidad con el artículo 56 de la Ley Orgánica 
de la Función Legislativa, el Consejo de Administración Legislativa calificó y verificó los 
requisitos necesarios que debía cumplir el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, y por mayoría, se calificó, y se remitió al presidente 
de la Comisión Especializada del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y Control, 
para que se inicie el trámite de manera inmediata. La inobservancia por parte del Consejo de 
Administración Legislativa, en relación a los requisitos que debe reunir el proyecto de ley, 
tales como: referirse a una sola materia y contener una exposición de motivos clara y precisa, 





De conformidad con el artículo 137 de la Carta Magna, se dispone que la discusión de un 
proyecto de ley se deba hacer en dos debates. Para cada debate se debe realizar un informe y 
poner en conocimiento al Presidente de la Asamblea Nacional, para que sea tomado en cuenta 
como un punto de orden del día para poder discutir el proyecto de ley, como lo establece el 
artículo 60 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa; por último, según el artículo 59 de la 
ley citada, dispone que para el primer debate de los proyectos de ley calificados de urgencia 
económica, las comisiones dentro del plazo de diez días contados a partir de la fecha de inicio 
de trámite, deberán presentar el informe con sus respectivas observaciones al Presidente de la 
Asamblea Nacional.  
 
La Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación 
y Control, una vez recibido el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado de manera inmediata tuvo que comenzar con el respectivo procedimiento, 
por lo que, el proyecto de ley en mención y el informe para primer debate fue tratado y 
debatido en varias sesiones, en las que algunos ciudadanos acudieron a la comisión 
especializada, unos para expresar su preocupación y otras para realizar explicaciones sobre el 
proyecto de ley, de tal manera que se recogieron algunas observaciones y recomendaciones, es 
así que, se convocó para la Sesión No.111, de fecha 1 de noviembre de 2011, para tratar el 
siguiente orden del día: “Votación del informe para primer debate del proyecto de Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado.”  
 
Sin embargo la misma no se pudo instalar por falta de quórum, la inasistencia de las 
asambleístas y los asambleístas de oposición, impidió que la sesión convocada por el 
presidente de la Comisión se instale por falta de quórum, es por ello que, no se pudo aprobar el 
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informe para primer debate del proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado. 
 
En vista de que no hubo un informe de mayoría para primer debate, por parte de la Comisión 
Especializada encargada, los asambleístas opositores vieron la necesidad de proponer que se 
modifique el orden del día de la sesión No. 136 de fecha 17 de noviembre de 2011, del Pleno 
de la Asamblea Nacional, para tratar sobre el “ANÁLISIS Y RESOLUCIÓN, SOBRE LA 
SITUACIÓN ACTUAL Y FUTURA DEL PROYECTO DE LEY DE  FOMENTO 
AMBIENTAL Y OPTIMIZACIÓN DE LOS INGRESOS DEL ESTADO”, ante la cual los 
asambleístas presentes se pronunciaron con 53 votos afirmativos y 47 negativos, sobre la 
moción y decidieron “Negar el proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 





Una vez que el proyecto de ley ha pasado por la etapa de discusión, tanto por el primer debate 
como por el segundo debate, y emitido la respectiva resolución ya sea aprobando o negando el 
proyecto de ley, de conformidad con el párrafo 3 del artículo 137 de la Constitución  de la 
República del Ecuador, la Asamblea Nacional debe poner a conocimiento de Presidente de la 
República para que sancione u objete de forma fundamentada, en el caso de no existir objeción 
alguna el mandatario promulgará la ley y lo publicará en el Registro Oficial.  
 
Rafael Oyarte Martínez (2013) dice: “El Presidente de la República podría objetar el proyecto 
por vicios de procedimiento. (…) Si la inconstitucionalidad es formal, entonces, no procedería 
una enmienda al proyecto sino reiniciar su tramitación (…)”. (Oyarte Martínez, Revista 
Judicial Derecho Ecuador. com, 2013) 
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De existir objeción total, parcial o inconstitucional, según los artículos 138 y 139 de la Carta 
Magna, se debe proceder de la siguiente manera: la primera objeción, la Asamblea Nacional 
podrá volver a considerarlo un año después de la fecha de objeción y en un solo debate se 
podrá ratificar con el voto delas dos terceras partes de sus miembros y de manera inmediata 
enviar al Registro Oficial para su publicación.  
 
La segunda objeción, en cambio el mandatario presentará un texto alternativo, mismo que no 
deberá incluir otras materias que no hayan estado mencionadas en el proyecto, la Asamblea 
deberá revisar la objeción parcial dentro del plazo de treinta días a partir de su recepción, y en 
un solo debate podrá enmendar  el proyecto con el voto favorable de la mayoría de los 
asistentes, puede también ratificarse el proyecto que se aprobó al inicio con el voto favorable 
de las dos terceras partes de sus miembros. Se enviará al Registro Oficial para su publicación. 
Es importante tomar en cuenta que si la Asamblea no se pronuncia sobre la objeción parcial 
dentro del plazo señalado, el Presidente de la República considerará como allanado y 
dispondrá su promulgación y publicación en el Registro Oficial.  
 
Y, la tercera objeción, la cual se fundamenta en la inconstitucionalidad total o parcial del 
proyecto de ley, necesariamente requiere de un dictamen de la Corte Constitucional, que 
dentro de treinta días debe ser emitido. Para el caso de ser total su inconstitucionalidad deberá 
ser archivada y si fuese parcial la Asamblea deberá realizar las enmiendas y pasar a sanción 
del Presidente de la República, si dictamina que no hay inconstitucionalidad, la Asamblea lo 
promulgará y ordenará su publicación. 
 
Por lo tanto, se puso a conocimiento del Presidente de la República una resolución del Pleno 
de la Asamblea Nacional, en la que consta la moción “Negar el proyecto de Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, enviado por el Ejecutivo con el carácter 
de económico urgente” aceptada con 53 votos afirmativos y 47 negativos, misma resolución 
que considero como ineficaz porque no fue negado con la mayoría absoluta. 
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4.7. Promulgación y publicación 
 
La proclamación de una ley aprobada es el acto denominado promulgación, mientras que la 
publicación es el medio material con el cual se da a conocer a todos los ciudadanos la voluntad 
del legislador y a su vez se ordena su cumplimiento. 
 
1.7.1. Violación al artículo 140, párrafo 3, de la Constitución de la República 
(promulgación y publicación) 
 
La promulgación de la  Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 
originó que dicha norma  adolezca de un vicio de inconstitucionalidad grave en lo que respecta 
a su  forma por virtud que la misma no debió ser promulgada y publicada habida cuenta que el 
Pleno de la Asamblea Nacional, reunido en la sesión 136 el día  17 de noviembre de 2011, 
resolvió por mayoría (simple) de sus integrantes negar el trámite de su proyecto y, por lo tanto, 
archivarlo.  Al haberse ordenado la publicación de la Ley se infringió el tercer inciso del 
artículo 140 de la Constitución,  pues el mismo solo faculta al Presidente de la República a 
promulgar como decreto-ley un proyecto de ley calificado como urgente en materia 
económica, solo en los casos en que la Asamblea no haya aprobado, negado o modificado el 
proyecto y en el presente caso al haber existido una negativa  expresa por parte de la 
Asamblea, hacía inviable que el señor  Presidente de la República pueda promulgarlo,  tal 
como lo hizo. 
 
Pues bien, hay que diferenciar la mayoría simple de la mayoría absoluta, la cual en el artículo 
8, párrafo 2 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa dice: 
 
Se entenderá por mayoría simple el voto favorable de la mitad más uno de las y 
los asambleístas presentes en la sesión del Pleno; y, por mayoría absoluta, el 




Por tanto, en el Oficio para la publicación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización 
de los ingresos del Estado, el presidente de la República expresa que no reconoce la eficacia 
de la negativa resuelta por la Asamblea Nacional respecto dela moción adoptada, pues dicha 
moción no fue aprobada por la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional 
conforme a lo que establece el artículo 129 de la Ley Orgánica de la  Función Legislativa.  
El orden del día propuesto podrá ser modificado, previa petición escrita presentada 
ante la Secretaría General de la Asamblea Nacional hasta antes de la hora 
establecida para la instalación de la sesión, con la firma de al menos el cinco por 
ciento de las y los asambleístas. Cada asambleísta sólo podrá apoyar una propuesta 
de modificación por sesión. A continuación y sin debate, las mociones serán 
aprobadas o improbadas, por decisión de la mayoría absoluta del Pleno de la 
Asamblea Nacional. 
 
Sin embargo, la referencia a dicho artículo no sirve de fundamento jurídico alguno pues el 
mismo solo se refiere a la mayoría necesaria para poder modificar el orden del día propuesto 
en la convocatoria a la sesión respectiva, más no para negar al trámite un proyecto de ley.   
 
Como se ha visto, se ha violentado el principio de división de poderes y el de reserva de ley, 
esto es que la Asamblea Nacional  “(…) es el autor de la ley como expresión de la soberanía 
política (…) desde la posición preeminente que determina su capacidad para representar la 
voluntad general”. (Ekmekdjian, 1995). El artículo 1 de la Constitución, dice que el “Ecuador 
es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república 
y se gobierna de manera descentralizada”, esto es, que la Asamblea Nacional es el órgano que 
representa la voluntad del pueblo ecuatoriano. Por ello, en el artículo 301 de la Carta Magna, 
expresa que Presidente de la República tiene como atribución participar con iniciativa 
legislativa en el proceso de formación de leyes que creen, modifiquen o supriman impuestos, y 
mediante ley sancionada por la Asamblea Nacional se podrá establecer, modificar, exonerar o 




En conclusión, la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los ingresos del Estado viola 
el artículo 136 de la Constitución de la República, porque dicha ley no sólo se refiere a una 
materia sino a varias, de tal manera que, por medio de ésta se reformó varios cuerpos legales y 
no sólo en lo que respecta a tributos, sino que también reforma materia laboral y civil. 
 
Además en el mismo artículo 136 de nuestra Carta Magna, señala que los proyectos de ley 
presentados a la Asamblea Nacional, deben tener una exposición de motivos clara y precisa, lo 
que se ha llegado a determinar que contradice el artículo 298 de la Constitución de la 
República,  al momento de referirse al “desarrollo territorial” como una pre asignación 
presupuestaria no contemplada en la Constitución. 
 
Por último contradice el artículo 140, párrafo 3 de la Carta Magna, que dice: “Cuando en el 
plazo señalado la Asamblea no apruebe, modifique o niegue el proyecto calificado de urgente 
en materia económica, el presidente de la República lo promulgará como decreto-ley y 
ordenará su publicación en el Registro Oficial.”  A esto, se entiende que a pesar de no haber 
habido los debidos informes para los debates y los debates correspondientes, hubo una moción 
para analizar el destino del proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
ingresos del Estado, en donde se aprobó con mayoría simple la moción de negar el proyecto de 
ley antes mencionado. 
 
De esto, hay que aclarar que el hecho de que no haya habido informe de mayoría para primer 
debate, no es considerado con inconstitucional, ya que es una omisión interna, y el artículo 
165, numeral 2, de la Ley Orgánica de la Función Legislativa, señala que serán sancionados 
los asambleístas que hayan incurrido en: “(…) exceder los plazos previstos en la Ley Orgánica 
de la Función Legislativa para la presentación de informes para primer y segundo debate.” Por 
lo que, el presidente de la Asamblea Nacional o a quien corresponda, estaba en la facultad de 




CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
Conclusiones 
• En referencia al procedimiento legal que se debe aplicar en la aprobación de una Ley  
según lo establecido en la normativa vigente, su legalidad está sujeta al estricto 
cumplimiento de lo determinado en las etapas de iniciativa, calificación, discusión, 
sanción, promulgación y publicación, caso contrario carecería de validez y eficacia 
jurídica. 
 
• Respecto al procedimiento aplicado en la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado, la investigación permitió identificar que si bien se 
cumplió con la etapa de iniciativa hasta llegar a su publicación en el Registro Oficial, el 
Pleno de la Asamblea Nacional y el Presidente de la República, incumplieron específicas 
disposiciones normativas durante su ejecución. 
 
• En lo relacionado a la existencia de vicios constitucionales en la promulgación de la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de Ingresos del Estado, se identificaron varios vicios 
constitucionales de forma, los cuales guardan contradicciones con lo establecido en la 
Constitución de la República. 
 
• El procedimiento aplicado en la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado a través de lo establecido en la normativa vigente 
se verificó que adolece de vicios constitucionales de forma, es decir en la mala aplicación 
del procedimiento de formación de leyes. 
 
• Habiéndose encontrado vicios constitucionales de forma e la Ley de Fomento Ambiental y 






• Promover la capacitación permanente de los asambleístas sobre el tratamiento a los 
proyectos de Ley en el marco del ordenamiento vigente, así como la evaluación de los 
conocimientos y habilidades adquiridas, para evitar omisiones que desemboquen en 
acciones como la aprobación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado a través de un Decreto-Ley. 
 
• Solicitar a la Asamblea Nacional se haga un estudio de lo que contempla  la Constitución 
de la República y la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en lo que respecta al 
procedimiento que se debe aplicar para la aprobación de los proyectos de ley ya sean 
orgánicas, ordinarias o de urgencia económica, para que todos los asambleístas actúen en 
estricto cumplimiento a normativa vigente. 
 
• Realizar el seguimiento a las demandas de inconstitucionalidad de la Ley de Fomento 
Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado presentadas ante la Corte 
Constitucional por varias personas de la sociedad civil para determinar su legalidad. 
 
• Presentar ante la Corte Constitucional una demanda de inconstitucionalidad de la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, ya que, durante la 
investigación realizada se ha determinado varios vicios constitucionales de forma dentro 
del procedimiento aplicado para la formación de la ley en mención, es decir, que contradice 
lo que establece nuestra norma suprema y en la Ley Orgánica de la Función Legislativa, en 









Demanda de inconstitucionalidad a la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado, publicada como Decreto-Ley en el Suplemento del Registro Oficial No. 
583 del día jueves 24 de noviembre de 2011, por violación al procedimiento aplicado para su 
aprobación. 
 
5.2. Antecedentes de la propuesta 
 
Ésta propuesta nace en función del trabajo de investigación realizado al procedimiento que se 
aplicó en la formación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del 
Estado y a la investigación realizada al procedimiento adecuado que se debe aplicar para la 
formación de las leyes como lo establece la Constitución de la República y la Ley Orgánica de 
la Función Legislativa. 
 
La contrastación realizada entre el procedimiento aplicado a la ley en mención y la normativa 
vigente, respecto al procedimiento de formación de las leyes, ha ayudado a confirmar que 
existen varias inconsistencias respecto a su procedimiento, ya que, contradice varios  artículos 
tanto de la Carta Magna como de la  Ley Orgánica de la Función Legislativa, los cuales no se 
han aplicado de manera correcta, llegando a ser vicios constitucionales de forma. 
 
Además fue importante analizar las demandas de inconstitucionalidad que fueron presentadas 
por varios ciudadanos ante la Corte Constitucional, los mismos que sentían inconformidad por 
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la promulgación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 




El procedimiento que se debe aplicar para la formación de las leyes en nuestro país lo 
establece la Constitución de la República del Ecuador y en la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa, el cual durante toda la investigación realizada se analizaron y se identificaron 
varios vicios constitucionales de forma en el procedimiento aplicado para la aprobación de la 
Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado. 
 
La demanda de inconstitucionalidad de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado es una propuesta la cual será dirigida al órgano competente, en este caso 
es la Corte Constitucional según el artículo75, numeral 1, literal c) de la ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
La Corte Constitucional tiene la competencia de conocer y resolver  las acciones de 
inconstitucionalidad  de leyes, decretos leyes de urgencia económica y demás normas de 
fuerza de ley. 
 
5.4. Síntesis del diagnóstico 
 
En la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, publicada como 
Decreto-ley en el Registro Oficial No. 583 de fecha 24 de noviembre de 2011, a lo largo de la 




La Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los ingresos del Estado viola el artículo 136 
de la Constitución de la República, porque dicha ley no sólo se refiere a una materia sino a 
varias, de tal manera que, por medio de ésta se reformó varios cuerpos legales y no sólo en lo 
que respecta a tributos, sino que también reforma materia laboral y civil.  
 
Además en el mismo artículo 136 de nuestra Carta Magna, señala que los proyectos de ley 
presentados a la Asamblea Nacional, deben tener una exposición de motivos clara y precisa, lo 
que se ha llegado a determinar que contradice el artículo 298 de la Constitución de la 
República,  al momento de referirse al “desarrollo territorial” como una pre asignación 
presupuestaria no contemplada en la Constitución. 
 
Por último contradice el artículo 140, párrafo 3 de la Carta Magna, que dice: “Cuando en el 
plazo señalado la Asamblea no apruebe, modifique o niegue el proyecto calificado de urgente 
en materia económica, el presidente de la República lo promulgará como decreto-ley y 
ordenará su publicación en el Registro Oficial.”  A esto, se entiende que a pesar de no haber 
habido los informes necesarios para los debates y los debates correspondientes, hubo una 
moción para analizar el destino del proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
los ingresos del Estado, en donde se aprobó con mayoría simple la moción de negar el 
proyecto de ley antes mencionado. 
5.5. Objetivos 
 
5.5.1. Objetivo General 
 
• Elaborar el proyecto de demanda de inconstitucionalidad de la Ley de Fomento Ambiental 





del Registro Oficial No. 583 del día jueves 24 de noviembre de 2011, por violación al 
procedimiento aplicado para su aprobación. 
 
5.5.2. Objetivos Específicos 
 
• Incorporar en la demanda de inconstitucionalidad las omisiones de forma aplicadas en el 
procedimiento para la aprobación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
los   Ingresos del Estado. 
• Aplicar en la demanda de inconstitucionalidad los requisitos establecidos por la 
normativa vigente para garantizar su trámite legal. 
• Gestionar ante la Corte Constitucional el pedido de inconstitucional a la Ley de 
Fomento Ambiental y Optimización de los   Ingresos del Estado. 
 
5.6. Proyecto de demanda de inconstitucionalidad de la Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de los Ingresos del Estado. 
 
SEÑORES JUECES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DE LA                         
REPÚBLICA DEL ECUADOR: 
 
MIRIAN JEANETH CHICAIZA IZA, ante Usted respetuosamente comparezco con la 








La jueza o juez ante quien propongo esta demanda es la Jueza o el Juez de la Corte 
Constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley Orgánica de las 




Nombres completos, número de cédula de ciudadanía, domicilio de la persona 
demandante y demás generales de ley. 
 
Mis nombres completos son lo que dejo arriba indicados, portadora de la cédula de ciudadanía 
No. 172328669-4, soy mayor de edad, de 24 años de edad, de nacionalidad ecuatoriana, de 




Denominación del órgano emisor de la disposición jurídica objeto de la presente 
demanda e indicación de las disposiciones acusas como inconstitucionales.  
 
 La disposición cuya inconstitucionalidad se acusa a través de la presente demanda es la “Ley 
de Fomento Ambiental y Optimización de los ingresos del Estado”, publicada como decreto-
ley en el Suplemento del Registro Oficial No. 583, el día jueves 24 de noviembre de 2011, por 
virtud de la orden dada por el señor presidente de la República, a través del Oficio No. 
T.5975-SNJ-11-1449, de fecha 24 de noviembre de 2011, bajo el supuesto de no haber sido 
sancionado por la Asamblea Nacional el respectivo proyecto de ley calificado de urgente en 
materia económica dentro de los treinta días siguientes de haber sido remitido a esta por parte 







Fundamentos de la pretensión objeto de la presente demanda y disposiciones 
constitucionales infringidas. 
 
El economista Rafael Correa Delgado, Presidente de la República, mediante oficio No.                        
T.5975-SNJ-11-1347, de fecha 24 de octubre de 2011, dirigido al arquitecto Fernando Cordero 
Cueva, Presidente de la Asamblea Nacional, envío con su correspondiente exposición de 
motivos, el proyecto de ley denominado Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
Ingresos del Estado, mismo que fue calificado de urgente en materia económica, a fin de que 
sea tratado por dicho poder del Estado dentro de un plazo máximo de treinta días, acogiéndose 
al artículo 140 de la Constitución de la República. 
 
Una vez recibido el proyecto de ley, el señor Secretario General de la Asamblea Nacional,               
mediante memorando No. SAN-2011-1915, de fecha 24 de octubre de 2011, notificó a la                
Comisión Especializada Permanente del Régimen Económico y Tributario y su Regulación y 
Control, con la calificación e inicio del trámite del proyecto de Ley de Fomento Ambiental y 
Optimización de Ingresos del Estado, para que de manera inmediata comience con su 
respectivo procedimiento. Sin embargo, a pesar de haberse remitido a la citada Comisión el 
Proyecto de Ley, esta no entregó  el informe del caso para que sea conocido por el pleno de la 
Asamblea Nacional. 
 
La Asamblea Nacional, legal y debidamente reunida en la  sesión 136  el día 17 de noviembre 
de 2011, resolvió por mayoría de los miembros presentes en dicha sesión,  negar el Proyecto 
de Ley enviado por el señor Presidente de la República, habiéndose dado dicha negativa  
dentro del plazo de 30 días establecido en la Constitución para que la Asamblea Nacional se 




Sin embargo, en el Oficio, que constituye el instrumento por el cual  el señor presidente de la 
República ordenó publicar en el Registro Oficial el Proyecto de Ley, expresa, entre otros puntos,  
que la orden de  publicación la realiza por virtud que “.la moción  para negar el proyecto de ley no 
fue aprobada por la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional, conforme lo  
establece el artículo 129 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa”. 
 
Como consecuencia de la expedición del Oficio por parte del señor presidente  de la 
República,  el Proyecto de Ley fue publicado  como Decreto-Ley  en el Suplemento del 
Registro Oficial No. 583 el día jueves 24 de noviembre de 2011, conforme se ha ya indicado. 
 
 
IV. I. Violación al artículo 136 de la Constitución de la República. (Una sola materia) 
 
El proyecto de Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado enviado 
por el Presidente de la República, viola el artículo 136 de la Constitución de la República, ya 
que, a pesar de ser una ley en materia tributaria dentro de ésta reforma leyes de otras materias, 
puesto que, el cuerpo del paquete tributario contenía 27 artículos, dentro de los cuales se 
agregaban 2 capítulos: el de impuesto ambiental a la contaminación con 11 artículos y el de 
impuesto redimible a las botellas plásticas no retornables con 9 artículos dentro de la Ley de 
Régimen Tributario Interno. Adicionalmente, hay 1 disposición general, 3 disposiciones 
transitorias, 10 disposiciones para el cobro eficiente de las acreencias del Estado, 2 
disposiciones reformatorias, 1 a la Ley de Hidrocarburos y otra  a la Ley de Minería, las dos 
tienen que ver con la participación en las utilidades de los trabajadores que tendrían el 3%, 
mientras el 12% sería para el Estado y los Gobiernos Autónomos Descentralizados. Por tanto 
este proyecto debía ser rechazado y devuelto, para que el presidente de la República lo 
reforme, ya que, contradice la norma constitucional y dando como resultado una 




IV. II. Violación al artículo 136 de la Constitución de la República (exposición de 
motivos) 
 
El artículo 136 de la Constitución de la República, establece que la exposición de motivos 
debe ser clara y precisa, caso contrario no se dará trámite, en la exposición de motivos del 
proyecto de  Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los ingresos del Estado, señala lo 
siguiente: 
 
El Estado tiene la competencia de establecer las políticas públicas respecto a los 
recursos minerales e hidrocarburíferos, sin embargo, con las leyes actuales de 
Hidrocarburos y Minería, el estado se encuentra con cierta limitación en 
ejercer dicha competencia, ya que los Gobierno Seccionales Autónomos son los 
que deciden sobre los proyectos de inversión social que se realizarán en virtud 
del porcentaje que el Estado recibe por las utilidades que generan las 
actividades hidrocarburíferas y mineras; excluyendo de esta manera a la 
iniciativa del Estado. Por otra parte, también resulta necesario que el dinero no 
sólo se destine a proyectos de educación y salud, sino también al desarrollo 
territorial.(R.O. Suplemento No. 583 Ley de Fomento Ambiental y Optmización de 
los Ingresos del Estado, 2011) 
 
De lo citado referente a las políticas públicas sobre los recursos minerales e hibrocarburíferos, 
se evidencia que se está haciendo una pre asignación presupuestaria y según el artículo 298 de 
la Constitución, las pre asignaciones presupuestarias son destinadas a los gobiernos autónomos 
descentralizados, a salud, a educación, a educación superior, a la investigación, ciencia e 
innovación, por tanto, no hace referencia al desarrollo territorial de las comunidades afectadas 
por las actividades extractivas, siendo esta una pre asignación presupuestaria no contemplada 
en nuestra Carta Magna, por lo que la exposición de motivos de la Ley de Fomento Ambiental 
y Optimización de los Ingresos del Estado, no es clara respecto a las pre asignaciones 
presupuestarias, lo que estaría contradiciendo el requisito fundamental de los proyectos de ley 






IV. III. Violación al artículo 140, párrafo 3, de la Constitución de la República. 
 
La promulgación de la  Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los Ingresos del Estado, 
originó que dicha norma  adolezca de un vicio de inconstitucionalidad grave en lo que respecta 
a su  forma por virtud que la misma no debió ser promulgada y publicada habida cuenta que el 
Pleno de la Asamblea Nacional, reunido en la sesión 136 el día  17 de noviembre de 2011, 
resolvió por mayoría (simple) de sus integrantes negar el trámite de su proyecto y, por lo tanto, 
archivarlo.  Al haberse ordenado la publicación de la Ley se infringió el tercer inciso del 
artículo 140 de la Constitución,  pues el mismo solo faculta al Presidente de la República a 
promulgar como decreto-ley un proyecto de ley calificado como urgente en materia 
económica, solo en los casos en que la Asamblea no haya aprobado, negado o modificado el 
proyecto y en el presente caso al haber existido una negativa  expresa por parte de la 
Asamblea, hacía inviable que el señor  Presidente de la República pueda promulgarlo,  tal 
como lo hizo. 
 
Art. 140.- La Presidenta o Presidente de la República podrá enviar a la Asamblea  
Nacional proyectos de ley calificados de urgencia en materia económica. La 
Asamblea deberá aprobarlos, modificarlos o negarlos dentro de un plazo máximo 
de treinta días a partir de su recepción.  
 
El trámite para la presentación, discusión y aprobación de estos proyectos será el 
ordinario, excepto en cuanto a los plazos anteriormente establecidos. Mientras se 
discuta un proyecto calificado de urgente, la Presidenta o Presidente de la 
República no podrá enviar otro, salvo que se haya decretado el estado de 
excepción. 
 
Cuando en el plazo señalado la Asamblea no apruebe, modifique o niegue el 
proyecto calificado de urgente en materia económica, la Presidenta o Presidente  
de la República lo promulgará como decreto-ley y ordenará su publicación en el  
Registro Oficial. La Asamblea Nacional podrá en cualquier tiempo modificarla o 
derogarla, con sujeción al trámite ordinario previsto en la Constitución. 
 
Por tanto, en el Oficio para la publicación de la Ley de Fomento Ambiental y Optimización de 
los ingresos del Estado, el presidente de la República expresa que no reconoce la eficacia de la 
negativa resuelta por la Asamblea Nacional respecto de la moción adoptada, pues dicha 
moción no fue aprobada por la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Nacional 
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conforme a lo que establece el artículo 129 de la Ley Orgánica de la  Función Legislativa.  
 
El orden del día propuesto podrá ser modificado, previa petición escrita 
presentada ante la Secretaría General de la Asamblea Nacional hasta antes de la 
hora establecida para la instalación de la sesión, con la firma de al menos el cinco 
por ciento de las y los asambleístas. Cada asambleísta sólo podrá apoyar una 
propuesta de modificación por sesión. A continuación y sin debate, las mociones 
serán aprobadas o improbadas, por decisión de la mayoría absoluta del Pleno de 
la Asamblea Nacional. 
 
 
Sin embargo, la referencia a dicho artículo no sirve de fundamento jurídico alguno pues el 
mismo solo se refiere a la mayoría necesaria para poder modificar el orden del día propuesto 
en la convocatoria a la sesión respectiva, más no para negar al trámite un proyecto de ley.   
El hecho que en el trámite legislativo del proyecto de Ley no se hayan llevado a cabo los 2 
debates conforme lo establece la Constitución de la República y la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa, por la falta de presentación del informe del caso por parte de la comisión 
especializada, no puede constituir impedimento alguno para que el Pleno de la Asamblea se 
pronuncie sobre el proyecto de manera negativa, pues no se puede admitir que su 




Hecho que se exige. 
 
Por virtud de los fundamentos de hecho y de derecho esgrimidos  en el acápite anterior de la 
presente demanda, tengo a bien solicitar a ustedes señores Jueces de la Corte Constitucional 
que,  luego de sustanciado el procedimiento respectivo,  se sirvan declarar la 
inconstitucionalidad por la forma a la “Ley de Fomento Ambiental y Optimización de los 
Ingresos del Estado”,  publicada como Decreto-Ley en el Suplemento del Registro Oficial No. 




Comunicación a autoridades. 
 
Con el fin de sustanciar el debido proceso, se deberá comunicar la presente demanda a las 
siguientes autoridades: 
 
Al señor Economista Rafael Correa Delgado, Presidente de la República del Ecuador se le 
correrá traslado en el Palacio de Gobierno, ubicado en las calles García Moreno entre Chile y 
Espejo, de ésta ciudad de Quito, provincia de Pichincha, lugar que indicaré al señor actuario 
sin perjuicio de hacerlo en el lugar que se lo encuentre. 
Al señor Procurador General del Estado en funciones, se le correrá traslado en sus oficinas 
ubicadas en la calle Robles 731 y Amazonas, segundo piso, de esta ciudad de Quito. 
 
VIII. 
Notificaciones y patrocinio. 
 
Notificaciones que me correspondan las recibiré en el Casillero Judicial No.   del Palacio de 
Justicia de Quito, pertenecientes al señor abogado………………, profesional a quien faculto 
para que con una sola firma presente cuantos escritos fueren necesarios para la mejor defensa 
de mis intereses en la presente causa. 
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